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S U M A R I O

Congreso de la República
Ley aprobatoria del Convenio de La Haya relativo a la Notifica-

ción o traslado en el Extranjero de documentos judiciales y
extrajüdiciales en materia Civil o Comercial.

Ley aprobatoria del Convenio entre el Gobierno de la República
de Venezuela y el Gobierno de la 'República Francesa con el
objeto de evitar la doble tributación y Prevenir la Evasión y
el Fraude Fiscal en materia de Impuesto sobre la Renta. —

Ley aprobatoria del Convenio de La Haya relativo a la Obtención
de Pruebas en el Extranjero en Materia Civil o Mercantil. —

Ley que autoriza al Ejecutivo Nacional para Proceder a la Suprw-
sión del Instituto Nacional de Obras Sanitarias.

Ley de Igualdad de Oportunidades oara la Mujer. -

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

l - l . CONGRESO Dli l.A K L I ' U W . I C A DI- V H N H / . U I v i . A

I) E (.' R I- T A

la siguiente,

LEY APROBATORIA DEL CONVENIO DE LA HAYA
RELATIVO A LA NOTIFICACIÓN O TRASLADO EN
El EXTRANJERO DE DOCUMENTOS JUDICIALES Y
EXTRAJÜDICIALES EN MATERIA CIVIL O
COMERCIAL.

ARTICULO ÚNICO: Se aprueba en todas sus partes y para que surta
efectos internacionales en cuanto a Venezuela
se refiere, el Convenio de La Haya Relativo a
la Notificación o Traslado en el Extranjero de
Documentos Judiciales y Extrajudiciales en
Materia Civil o Comercial, aprobado en La
Haya el 15 de noviembre de 1965.

CONVENIO DE LA HAYA RELATIVO A LA
NOTIFICACIÓN O TRASLADO EN EL EXTRANJERO
DE DOCUMENTOS JUDICIALES Y
EXTRAJUDICIALES EN MATERIA CIVIL O
COMERCIAL

Los Estados signatarios del
presente Convenio,

Deseando crear los medios
necesarios para que los docu-
mentos judiciales y extrajudiciales
que deben ser objeto de noti-
ficación y traslado en el extranjero
sean conocidos por sus destina-
tarios en tiempo oportuno.

ingresados en mejorar a tal
un !¿t asistencia ¡ud;cial. s impl i t i •

cando y acelerando el procedi-
miento.

Han resuelto concluir un
Convenio a estos efectos y han
acordado las disposiciones si-
guientes:

Artículo 1.
El presente Conven io se

a p l i c a , en m a t e r i a s c : v i ; o
comercial, a lixjos ¡os casos en que
un documento jud ic i a l o ex t r a . . i d .

cial deba ser remitido al extranjero
para su notificación o traslado.

El Convenio no se aplicará
cuando la dirección del destina-
tario del documento sea des-
conocida.

CAPITULO I
Documentos Judiciales

Artículo 2.
Cada Estado Contratante de-

signará una autoridad central que
asuma, conforme a los artículos 3°
ak 68, la función de recibir las
peticiones de notificación o tras-
lado procedentes de otro Estado
Contratante y de darles curso
ulterior .

Cada Estado organizará la
autoridad central de conformidad a
su propia ley.

Artículo 3.
La autoridad o el funcionario

ministerial o judicial competente
según las leyes del Estado de ori-
gen dirigirá a la autoridad central
del Estado requerido una petición
conforme a la fórmula modelo
anexa al presente Convenio, sin
que sea necesaria la legalización de
los documentos ni otra formalidad
análoga.

La petición deberá acom-
pañarse del documento judicial o
de su copia, todo en doble ejem-
plar.

Artículo- 4.
Si la autoridad central estima

que las disposiciones del Convenio
no han sido respetadas, informará
inmediatamente al requirente pre-
cisando sus objeciones contra la
petición.

Artículo 5.
La autoridad central del

Estado requerido procederá u or-
denará proceder a la notificación o
traslado del documento:

a) Ya según las fo rmas
prescritas por la legislación del
Estado requerido para la noti-
ficación o traslado de los docu-
mentos otorgados en este país y
que se destinen a personas que se
encuentren en su territorio.

b) Ya según la forma particular
solicitada por el requirente, siem-
pre que no resulte incompatible
con la ley del Estado requerido.

Salvo en el caso previsto en el
párrafo primero, letra b), el docu-
mento podrá entregarse siempre al
destinatario que lo acepte volun-
tariamente.

Si el documento debe ser ob-
jeto de comunicación o traslado
conforme al párrafo primero, la
autoridad central podrá solicitar
que el documento sea redactado o
traducido en la lengua o en una de
las lenguas oficiales de su país.

La parte de la petición que,
conforme a la fórmula modelo
anexa al presente Convenio, con-

tiene los elementos esenciales del
documento se remitirá al desti-
natario.

Artículo 6.
La autoridad central de i

Estado requerido o cualquier au-
toridad que se haya designado a
este fin expedirá una certificación
conforme a la fórmula modelo
anexa al presente Convenio.

La certificación describirá el
cumplimiento de la petición. Indi-
cará la forma, el lugar y la fecha
del cumplimiento así como la
persona a la que el documento
haya sido remitido. En su caso,
precisará el hecho que haya
impedido el cumplimiento.

El requirente podrá solicitar
que la certificación que no esté ex-
pedida por la autoridad central o
por una autoridad judicial sea
visada por una de estas autori-
dades.

La certificación se dirigirá di-
rectamente al requirente.

Artículo 7.
Las menciones impresas en la

fórmula modelo anexa al presente
Convenio estarán obligatoriamente
redactadas ya en lengua francesa,
ya en lengua inglesa. Podrán
redactarse además en la lengua o
en una de las lenguas oficiales de!
Estado de origen.

Los espacios en blanco
correspondientes a tales menciones
se complementarán en 'a lengua
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del Estado requerido, en lengua;
fiancesa o en lengua inglesa.

Artículo 8.
Cada Estado Contratante tiene

la facultad de realizar directa-
mente, por medio de sus agentes
diplomáticos o consulares, sin
coacción alguna, las notificaciones
o traslados de documentos judi-
c ¡ales a las personas que se encuen-
tren en el extranjero.

Todo Estado podrá declarar
que se opone a la utilización de
esta facultad dentro de su
territorio, salvo que en documento
d:ba ser notificado, o dar traslado
d;I mismo a un nacional del Estado
di origen.

Artículo 9.
Cada Estado Contratante tiene

además la facultad de utilizar la vía
consular para remitir, a los fines
ds notificación o traslado, los
documentos judiciales a las
autoridades de otro Estado
Contratante que éste haya
dísignado.

Si asi lo exigen circunstancias
excepcionales, cada Estado
Contratante tiene la facultad de uti-
lizar, a los mismos fines, la vía
diplomática.

Artículo 10.
Salvo que el Estado de destino

dsclare oponerse a ello, el presente
Convenio no impide:

a) La facultad de remitir di-
rectamente, por vía postal, los
documentos judiciales a las per-

sonas que se encuentren en el ex-
tranjero.

b) La facultad, respecto de
funcionarios ministeriales o ju-
diciales u otras personas com-
petentes del Estado de origen, de
proceder a las notificaciones o
traslados de documentos judiciales
directamente a través de fun-
cionarios ministeriales o judiciales
u otras personas competentes del
Estado de destino.

c) La facultad, respecto de
cualquier persona interesada en un
procedimiento judicial, de pro-
c;der a las notificaciones o trasla-
dos de documentos judiciales
directamente a través de fun-
cionarios ministeriales o judiciales
u otras personas competentes del!
E-siado de destino.

Artículo 11.
El presente Convenio no se

opone a que los Estados contra-
tantes acuerden admitir, a los fines
de notificación o traslado de
documentos judiciales, otras vías
de remisión distintas a las pre-
vistas en los artículos que prece-
den y, en particular, la cómuni-^
cación directa entre sus'
autoridades respectivas.

Artículo 12. '
Las notificaciones o traslados

de documentos judiciales prove-

nientes de un Estado Contratante
no podrán'dar lugar al pago o
reembolso de tasas o gastos por- los
servicios del Estado requerido.

El requirente está obligado a
pagar o reembolsar ios gastos oca-
sionados por:

a) La intervención de u.n fun-
cionario judicial o ministerial o de
una persona competente según la
Ley del Estado de destino.

b) La utilización de una
forma particular.

Artículo 13.
El cumplimiento de una

petición de notificación o traslado
•conforme a las disposiciones del

presente Convenio no podrá ser
rehusado más que si el Estado re-
querido juzga que este cumpli-
miento es de tal naturaleza que im-
plica un atentado a su soberanía o a
su seguridad.

El cumplimiento no podrá re-
husarse por el solo motivo de que
el Estado requerido reivindique
competencia judicial exclusiva para
el procedimiento en cuestión o de
que su derecho interno no admita
la acción a que se refiera la
petición.

En caso de denegación, la
autoridad central informará inme-
diatamente al requirente e indicará
los motivos.

Artículo 14.
Las dificultades que surgieren

con ocasión de la remisión, a los
fines de notificación o traslado de
documentos judiciales, serán re-
sueltas por vía diplomática.

•Artículo 15.
Cuando un escrito de deman-

da o un documento equivalente
haya sido remitido al extranjero a
efectos de notificación o traslado,,
según las disposiciones del pre-
sente Convenio, y el demandado no
comparece, el Juez aguardará para
proveer el tiempo que sea preciso
hasta que se establezca que:

a) El documento ha sido
notificado o se ha dado traslado del
mismo según las formas prescritas
por la legislación del Estado
requerido para la notificación o
traslado de los documentos
otorgados en este país y que están
destinados a las personas que se
encuentran en su territorio, o bien;

I

b) Que el documento ha sido
efectivamente entregado al de-
mandado o a su residencia según
otro procedimiento previsto por el
presente Convenio, y que, en cual-
quier^ de estos casos, sea no-
tificación o traslado, sea entrega,
la misma ha tenido lugar en tiempo
oportuno para que el demandado
haya podido defenderse.

Cada Estado Contratante tiene
la facultad de declarar que sus jue-¡
ees, no obstante las disposiciones:
del párrafo primero, podrán pro-
veer a pesar de no haberse recibi-
do comunicación alguna acredi-
tativa, bien de la notificación o,
traslado, bien de la entrega, si se
dan los siguientes requisitos: •

a) El documento ha sido:

remitido según alguno <lc los1

modos previstos en el presente
Convenio:

b) Ha transcurrido, desde la
fecha de envío del documento, un
plazo que el Juez apreciará en cada
caso particular y que será, al
menos, de seis meses, y

c) No obstante las diligencias
oportunas ante las autoridades
competentes del Estado requerido,
no ha podido obtener certificación
alguna.

El presente artículo no impide
que en caso de urgencia, el Juez
ordene cualesquiera medidas
provisionales o cautelares.

Artículo 16.
Cuando un escrito de deman-

da o un documento'equivalente
debió remitirse al extranjero a
efectos de notificación o traslado,
según las disposiciones del presente
Convenio, y se ha dictado
resolución contra el demandado
que no haya comparecido, el Juez
tendrá la facultad de eximir a
dicho demandado de la preclusión
resultante de la expiración de los
plazos del recurso, si se reúnen las
.condiciones siguientes:

a) El demandado, sin mediar
culpa de su parte, no tuvo co-
nocimiento en tiempo oportuno de
dicho documento para defenderse:
o de la decisión para interponer
recurso.

b) Las alegaciones del de--
mandado aparecen provistas, en
principio, de algún fundamento.

La demanda tendente a la"
exención de la preclusión sólo será:
admisible si se formula dentro de
un plazo razonable a partir del;
momento en que el demandante'
tuvo conocimiento de la decisión.

Cada Estado Contratante ten-¡
drá la facultad de declarar que tal!
demanda no será admisible si se:
formula después de la expira-
ción de un plazo de tiempo que
habrá de' precisar en su de-;

claración, siempre que dicho plazo.
no sea inferior a un año, a j
computar desde la fecha de la¡
decisión. • i

El presente artículo no se
aplicará a las decisiones relativas al
Estado o condición de las per-
sonas.

CAPITULO II
Documentos Extrajudiciales

Artículo 17.
Los documentos extrajudi-

ciales que emanen de auto-
ridades o funcionarios minis-
teriales o judiciales de un Estado
Contratante podrán ser remitidos a
efectos de notificación o traslado
en otro Estado Contratante según
las modalidades y condiciones
previstas por el presente Convenio.

CAPITULO III
Disposiciones Generales

Artículo 18..
Todo Estado Conlrante podrá

designar, además de la auto-
ridad central, otras autoridades,
determinando el alcance de sus
competencias.

Sin embargo, el • requirente.
tendrá siempre derecho a diri-
girse a la autoridad central
directamente.

Los Estados Federales ten-
drán la facultad de designar varias
autoridades centrales.

Artículo 19.
El presente Convenio no se

opone a que la ley interna de un
Estado Contratante permita otras
formas de remisión no previstas en
los artículos procedentes, a efectos
de notificación o traslado dentro
de su territorio de documentos
procedentes del extranjero.

Artículo 20.
El presente Convenio no se

opone a la adopción de acuerdos
entre los Estados contratantes para
derogar:

a) El artículo 3', párrafo se-
gundo, en lo relativo a la exigencia
de doble ejemplar para los docu-
mentos remitidos.

b) El articulo 5''. párrafo tcr-
' cero, y el artículo 1", en lo
relalivo'a la utilización <le los
idiomas.

c) ll\ artículo 5", párrafo
cuarto.

d) El artículo 12. párrafo se-
gundo.

Artículo 21.
Cada Estado Contratante noti-

ficará, al' Ministerio de Asuntos
Exteriores de los Países Bajos,
bien en el momento del depósito de
su instrumento de ratificación o
adhesión, bien ulteriormente:

a) La designación de las au-
toridades previstas en los artículos
2» y 18.



N° 4.635 Extraordinario GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA

b) La designación de la auto-
ridad competente para expedir la
certificación prevista en el artículo
69.

c) La designación de la au-
toridad competente para recibir los
documentos remitidos por vía con-
sular conforme al artículo noveno.

En su caso y en las mismas
condiciones, notificará:

a) Su oposición al uso de las
vías de remisión previstas en los
artículos 8* y 10.

b) Las declaraciones previstas
en los artículos 15, párrafo se-
gundo, y 16, párrafo tercero.

c) Cualquier modificación de
la.s designaciones, oposición s
declaraciones anles mencionadas.

Artículo 22.
El presente Convenio reem-

plazará en las relaciones entre los
Estados que lo hayan ratificado los
artículos ltf a 7" de los Convenios
relativos al procedimiento c iv i l ,
respectivamente firmados en La
Haya el 17 de julio de 1905 y el I
de marzo de 1954, en la medida en
que dichos Estados sean partes en
uno u otro de estos Convenios.

Artículo 23.
El presente Convenio no

impide la aplicación del artículo 23
del Convenio relativo al procedi-
miento civil firmado en La Haya el
17 de julio de 1905, ni del artículo
24 del firmado en La Haya el 1 de
marzo de 1954.

Sin embargo, estos artículos
no serán aplicables más que si se
hace uso de sistemas de comuni-
cación idénticos a los previstos por
dichos Convenios.

Artículo 24.
Los acuerdos adicionales a di-

chos Convenios de 1905 a 1954,
concluido por los Estados
Contratantes, se considerarán
como igualmente aplicables al
presente Convenio, salvo que los
Estados interesados convengan otra
cosa.

Artículo 25.
Sin perjuicio de la aplicación

de los artículos 22 y 24. el pré-
seme Convenio no deroga lo.s
Convenios en que los Estados
contratantes sean o puedan llegar a
ser partes que contengan
disposiciones sobre las materias
reguladas por el presente Con-
venio.

Artículo 26. >
El presente Convenio está

abierto a la firma de los Es-
tados representados en la déci-
ma sesión de la Conferencia de
La Haya de Derecho Interna-
cional Privado.

Será ratificado y los ins-
trumentos de ratificación serán
depositados en el Ministerio de
Asuntos Exteriores de los Países
Bajos.

Artículo 27.
El presente Convenio entrara

en vigor el sexagésimo día siguien-
te al depósito del tercer instrumen-
to de ratificación previsto por el
artículo 26, párrafo segundo.

El Convenio entrará en vigor,
para cada Estado signatario que lo
ratifique posteriormente, el sexa-
gésimo día siguiente al depósito de
su instrumento de ratificación.

Artículo 28.
Todo Estado no representado

en la décima sesión de la Confe-
rencia de La Haya de Derecho
Internacional Privado podrá adhe-
rirse al presente Convenio después
de su entrada en vigor, conforme a
lo dispuesto en el párrafo primero
del artículo 27. El instrumento de
adhesión será depositado en el
Ministerio de Asuntos Exteriores
de los Países Bajos.

1 El Convenio entrará en vigor
i para tal Estado sólo si no hay
oposición por parte de un Estado
que hubiera ratificado en el Con-
venio antes de dicho depósito,
notificada al Ministerio de Asuntos
Exteriores de los Países Bajos en el
plazo de seis meses a partir de la
fecha en la que dicho Ministerio
hubiera notificado esa adhesión.

I Si no hubiera oposición, el
Convenio entrará en vigor para el
•Estado adherido el primer día del
mes que siga a la expiración del
.último de los plazos mencionados
en el párrafo precedente.
Artículo 29.

Todo Estado, en el momento
de la firma, la ratificación o adhe-
sión, podrá declarar que el pre-
sente Convenio se extenderá al
conjunto de los territorios que
represente en el plano
internacional o a uno o varios de
esos territorios. Esta declaración
surtirá efecto en el momento de la
entrada en vigor del Convenio
para dicho Estado.

| Posteriormente, toda exten-
sión de esa naturaleza será notifí-

jcada al Ministerio de Asuntos
I Exteriores de los Países Bajos.

El Convenio entrará en vigor
para los territorios mencionados
en digha extensión el sexagésimo
día siguiente a la notificación incr-
ctojffida en el párrafo precedente.

Artículo 30.
'\ El presente Convenio tendrá

una duración de cinco años a partir
de la fecha de su entrada en vigor
conforme a las disposiciones del
ipárrafo primero del artículo 27,
{incluso para los Estados que lo
[hubieran ratificado o se hubieran
adherido a él posteriormente.

El Convenio será renovado
tácitamente cada cinco años, salvo
denuncia.

Toda denuncia será notifi-
cada ni Ministerio de Asuntos
Exteriores de los Países Bajos,
por lo menos seis meses antes
de la expiración del plazo de cinco
años.

Podrá limitarse a algunos de
los territorios a los que se aplique
jel Convenio.

La denuncia surtirá efecto
;sólo respecto del Estado que la
¡hubiera notificado. El Convenio
'permanecerá en vigor para los
demás Estados contratantes.

Artículo 31.
El Ministerio de Asuntos

Exteriores de los Países Bajos no-
tificará a los Estados a que hace
referencia el artículo 26 y a los

•Estados que se hubieran adherido
(conforme a lo dispuesto en el
artículo 28.

a) Las l'innas \ ratificaciones
previstas en el articulo 26.

l-¿
' ' b) La fecha en que c! presen-
i te Convenio entrará en vigor con-

' forme a las disposiciones del
artículo 27, párrafo primero.

c) Las adhesiones previstas en
el artículo 28 y la fecha en que
surtirán efecto.

d) Las extensiones previstas
en el artículo 29 y la fecha en que
surtirán efecto.

i e) Las designaciones, oposi-
ciones y declaraciones mencio-
nadas en el artículo 21.

O Las denuncias previstas en
'el artículo 30, párrafo tercero.
i

En fe de lo cual, los in-
frascritos, debidamente autoriza-
dos, han firmado el presente
Convenio.

Hecho en La Haya el 15 de
I noviembre de ¡965, en francés e
inglés, siendo ambos textos igual-
mente auténticos, en un solo ejem-

iplar, que será depositado en los
^archivos del Gobierno .de los
Países Bajos y del que una copia

¡cert if icada con fo rme será
remitida, por vía diplomática, a

iCada uno de los Estados
¡representados en la décima sesión
¡de la Conferencia de La Haya de
i Derecho Internacional Privado.

Dada, firmada y sellada en el Palacio federal Legislativo, en Caracas, a
los veintiséis días del mes de noviembre d<: mil novecientos nóvenla > dov
Años 1X2" de la Independencia y I .U" de la l-ederación.

EL PRESIDENTE,

EL VICEPRESIDENTE,

LOS SECRETARIOS,

LUIS ENRIQUE OBERTO G.

LUIS AQUILES MORENO C.

DOUULAS ESTANCA

PrtÍAoio ¡.I»» Mir.-if loves, .-11 Carocas, a los
..ÍÍAS .-leí mes -<3<> St£títrn£nL <3* rnil
noventa y tres. Año 183° de la trvíependenei.i y
13<i* de la Federación.

Cúmplase,

RAMÓN J. VELASQUEZ

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(L.S.)

FERNANDO OCHOA ANTICH

Refrendado,
El Ministro de Justicia,

(L.S.)

FERMÍN MARMOL LEÓN



GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA N° 4.635 Extraordinario

ANKXO Al. CONVI-NIO

Mottelos de pclkión y certificación

PETICIÓN

A los Tines de notificación o traslado en el extranjero de
documento judicial o extrajudicial.

Convenio relativo a la notificación o traslado en el extranjero de'
documentos judiciales o extrajudiciales en materia civil o comercial,
firmado en La Haya el 15 de noviembre de 1965.

Identidad y dirección
del requirente:

Dirección de la autoridad
destínataria:

El requirente infrascrito tiene el honor de renyrir -«n doble ejemplar- a
la autoridad destinataria los documentos abajo enumerados, rogándole,
conforme al artículo 3° del Convenio precitado, haga remitir sin demora
un ejemplar al destinatario, a saber

(Identidad y Dirección)
a) Según las formas legales (articulo 5*. párrafo primero, letra a)
b) Según la forma particular siguiente (artículo 5", párrafo primero,
letra b)
c) En su caso por simple entrega al interesado, si acepta voluntariamente
(artículo 5', párrafo segundo).

Se ruega a esa autoridad envíe o haga enviar al requirente un ejemplar del
documento -y de sus anexos- con la certificación que figura al dorso:
Enumeración de los documentos:____

Mecho en el. de de

|:irm;i y/o sello:

DORSO DE LA PETICIÓN

CERTIFICACIÓN

La autoridad infrascrita tiene el honor de certificar, conforme al artículo
6° de dicho Convenio,
I.- Que la petición ha sido ejecutada
- El (fecha)
- En (localidad, calle, número)
- En una de las formas siguientes previstas en el artículo quinto:
a) Según las formas legales (artículo 5«. párrafo primero, letra a).
b) Según la forma particular siguiente
c) Por simple entrega al destinatario que lo aceptó voluntariamente.

Los documentos mencionados en la petición han sido entregados a:
•(identidad y calidad de la persona).. .
- Vínculos de parentesco, subordinación y otros, con el destinatario del

.documento -
2.- Que la petición no ha sido ejecutada en razón a jos hechos
siguientes . .'
Conforme al artículo 12, párrafo segundo, de dicho Convenio, se ruega al
requirente el pago o reembolso de los gastos cuyo detalle figura en la
declaración adjunta.

Anexos:

Documentos reenviados .

En su caso, los documentos justificativos de la ejecución:.

Hecho en. el de de_

Firma y/o sello:

ELEMENTOS ESENCIALES DEL DOCUMENTO

Convenio relativo a la Nulificación o Traslado en el Extranjero de
Documentos Judiciales o Extrajudiciales en materia Civil o Comercial,
firmado en La Haya el 15 de noviembre de 1965.

(Artículo 5', párrafo cuarto)

Nombre y dirección de la autoridad requirente

Identidad de las panes:.

DOCUMENTO JUDICIAL

Naturaleza y objeto del documento
Naturaleza y objeto del procedimiento y. en su caso, cuantía del
litigio:
Fecha y lugar para verificar U comparecencia

Autoridad judicial que ha dictado la resolución.

Fecha de resolución
Indicación de los plazos que figuran en el documento:̂ .

DOCUMENTO EXTRAJUDICIAL

Naturaleza y objeto del documento

Indicación de los plazos que' figuran en el documento:.

RAMÓN J. VELAáwUEÍ
J-KEGltEHTE LE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA

n CUANTO en la L«cima lesión de la Conferencia de La Haya sobre
Derecho Internacional Privado, celebrada el 15 de noviembre da
1305, fue aprobado el Convenio de La Haya relativo a la
Notificación o Traslado en el Extranjero de Documentos Judiciales
y Extrajudicialea en materia Civil o Comercial;

POR CUANTO el Articulo 28 del referido Convenio permite U
Adhesión de los Estados allí indicados a dicho Instrumento
Internac ional;

POR CUANTO fueron cumplidos loa requisitos constitucionales y
legales para la Arihesifn de la República da Venezuela al catado
Convenio, mediante ia aprobación da la correspondiente Ley por el
Congreso de la República, cuya promulgación he diapuesto de
conformidad con el Articulo 176 de la Constitución Nacional;

POR TANTO, en ejercicio de la facultad que me confiere el ordinal
5' del Articulo 190 de la referida Constitución, dispongo la
Adhesión de la República de Venezuela al Convenio de La Haya
relativo a 1* Notificación o Traslado en el Extranjero de
Documentos Judieialea y Extrajudicialea en Materia Civil o

marcial, para que se cumplan sus cláusulas y tengan efectos
internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, con las
declaraciones siguientes:

1.- Respecto del párrafo 3 de la letra b) del Articulo 5:

La República de Venezuela declara que las notificaciones y
los documentos y otros recaudos anexos a las notificaciones
serán aceptados sólo- cuando se encuentren debidamente
traducidos al idioma castellano".

2.- Respecto del Artículo 8:

"La República de Venezuela se opone al ejercicio de la
facultad prevista en el primer párrafo de este.artículo
dentro de su territorio, con relación a otras personas ^ue
no sean nacionales del Estado de Origen".
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3.- R«»p«cto dal literal a) del Articulo 10:

"La República de Venezuela ae opon* • la remisión de
docunentoa por vía poatal".

4.- Respecto da loa litaralaa a), b) y c) dal Articulo 15:

"La República da Vanazuala daclara <aua "loa Jueces
venezolano» podran decidir cuando ae cumplan laa condicione»

'praviataa en laa latraa a), b) y c) da «ata articulo, a
pesar da no habar recibido comunicación alguna
comprobatoria, bien da la notificación o traalado. bien de
la entrega del documento".

5.- Respecto del Articulo 16:

"La República da Vanazuala declara que la desanda pernitida
por el tercer párrafo da eate articulo no aera admisible ai
ae intenta después da la expiración dal plazo previato por
la ley venezolana".

EN P2 de lo cual expido al preeente Inatrum»nto da Adhesión
limado de mi mano, en al cual aa ha eataapado al aallo oficial y
que ha aido debidamente refrendado por al Minlatro da Ralacionea
Interiores.

fubliquaae al preaanta Inatrumento conjuntamente con la Ley
Aprobatoria.

Hecho en Caracaa, a loa qdnot diaa del mea da aqtlatre de mil
noveciantoa noventa y trea.

itaf randado

Fernando Ocnoa Antloh
Miniatro da Relaciona*

Exteriora* '

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA

DECRETA

la siguiente.

LEY APROBATORIA DEL CONVENIO ENTRE EL
GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA Y
EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA FRANCESA CON
EL OBJETO DE EVITAR LA DOBLE TRIBUTACIÓN Y
PREVENIR LA EVASIÓN Y EL FRAUDE FISCAL EN
MATERIA DE IMPUESTO SOBRE LA RENTA.

ARTICULO ÚNICO: Se aprueba en todas sus partes y para que surta
efectos internacionales en cuanto a Venezuela se
refiere, el Convenio entre el Gobierno de la
República de Venezuela y el Gobierno de la
Repdbüca Francesa con el objeto de Evitar la Doble
Tributación y Prevenir la Evasión y el Fraude Fiscal
en materia de Impuesto sobre la Renta.

CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE
VENEZUELA Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA FRANCESA

CON EL OBJETO DB EVITAR LA DOBLE TRIBUTACIÓN Y
PREVENIR LA EVASIÓN Y EL FRAUDE FISCAL EN MATERIA DE

IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Gobierno de la República de Venezuela y el Gobierno de la República
Francesa, deseosos de concluir un Convenio con el objeto de evitar la doble
tributación y prevenir b evasión y el fraude fiscal en materia de impuesto
sobre U renta, bao corrvenido en las disposiciones siguientes:

CAPrWLOI
CAMPO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO

ARTICULO 1
PERSONAS COMPRENDIDAS

El presente Convenio se aplica a las personas que sean residentes de uno
de los Estados Contratantes o de ambos Estados Contratantes.

ARTICULO 2
IMPUESTOS COMPRENDIDOS

1.- El presente Convenio se aplica a los Impuestos sobre la Renta percibidos
por uno de los Estados Contratantes o por sus entidades locales, cualquiera
que sea el sistema de recaudación.

2.- Se consideran Impuestos sobre la Renta los que gravan la totalidad de la
renta o cualquier parte de la misma, incluidos los impuestos sobre las
ganancias derivadas de la enajenación de bienes muebles o inmuebles, los
impuestos sobre el monto global de los sueldos o salarios pagados por las
empresas, así como ios impuestos sobre las plusvalías.

3.- Los impuestos actuales a los que se aplica este Convenio son. en
particular

a) en el caso de Venezuela:

el impuesto sobre la renta;

(en lo sucesivo d"**"!"̂  "impuesto venezolano")

b) en el caso de Francia:

(O el Jmrnnaro sobre la renta (impot sur le revenu);

(ii) el impuesto sobre las sociedades (impot sur les sociétcs);

(üi) el impuesto sobre los salarios (laxe sur les salaires);

(ea lo sucesivo denmnmadn» "impuesto francés").
4.- El Convenio se aplica igualmente a los impuestos de naturaleza idéntica o
análoga que se establezcan después de la firma del presente Convenio y que se
añadan a los actuales o los sustituyan. Las autoridades competentes se
comunicarán las modificaciones significativas que se hayan introducido en sus
respectivas legislaciones fiscales

CAPITULO II
DEFINICIONES

ARTICULO 3
DEFINICIONES GENERALES

1.- A los efectos del presente Convenio, a menos que el contexto exija una
interpretación dnercofei

a) las expresiones "un Estado Contratante" y "el otro Estado Contraíanle"
significan, según el contexto, Francia o Venezuela;

b) el término "persona" comprende las personas naturales, las sociedades
y cualquier otra asociación de personas;

c) el termino "sociedad" significa cualquier persona jurídica o cualquier
entidad que sea considerada persona jurídica a efectos impositivos;

d) las expresiones "empresa de un Estado Contratante" y "empresa del
otro Estado Contratante" significan respectivamente una empresa
explotada por un residente de un Estado Contratante y una empresa
explotada por un residente del otro Estado Contratante;

e) la expresión "tranco internacional" significa cualquier transporte
efectuado por un buque o aeronave explotado por una empresa cuya sede
de dirección efectiva esté situada en un Estado Contratante, salvo cuando
el .buque o aeronave sea explotado entre dos puntos situados en el otro
Estado Contratante;

f) el 1*nr''iy» "nacionales" significa:
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(i) todas las personas naturales que posean la nacionalidad de-üfi
Estado Contratante; T

(ii) todas las personas jurídicas, sociedades de personas y asociaciones
constituidas de acuerdo con la legislación vigente en un Estado
Contratante.

g) la expresión "autoridad competente" significa:

(i) en el caso de Venezuela, la Dirección General Sectorial de Rentas
del Ministerio de Hacienda;

(ii) en el caso de Francia, el Ministro encargado del Presupuesto o su
Representante autorizado.

2.- Para la aplicación del Convenio por un Estado Contratante, cualquier
expresión no definida en el mismo tendrá, a menos que de su contexto se
infiera una interpretación diferente, el significado que se le atribuya por la
legislación de este Estado. La expresión "legislación de este Estado" significa
principalmente el derecho fiscal, el cual prevalece sobre las demás ramas del
derecho de dicho Estado.

ARTICULO 4
RESIDENTE

1.- A los efectos de este Convenio, la expresión "residente de un Estado
Contratante" significa toda persona que, en virtud de la legislación de este
Estado, esté sujeta a imposición en él por razón de su domicilio, residencia,
sede de dirección o cualquier otro criterio de naturaleza análoga. Sin
embargo, esta expresión no incluye a las personas que estén sujetas a
imposición en este Estado exclusivamente por las rentas que obtengan de
fuentes situadas en dicho Estado.

2.- Cuando, en virtud de las disposiciones del párrafo 1, una persona natural
sea residente de ambos Estados Contratantes, su situación se resolverá de la
manera siguiente:

a) está persona se considerará residente del Estado donde tenga una
vivienda permanente; si tiene una vivienda permanente en ambos
Estados, se considerará residente del Estado con el que mantenga
relaciones personales y económicas más estrechas (centro de sus intereses
vitales);

b) si no puede determinarse el Estado en el que dicha persona tiene el
centro de sus intereses vitales, o si no dispone de una vivienda
permanente en ninguno de los Estados, se considerará que es residente del
Estado donde vive habitualmente;

c) si vive habitualmente en ambos Estados o si no lo hace en ninguno d«
ellos, se considerará residente del Estado del que sea nacional;

d) si es nacional de ambos Estados o si no lo es de ninguno de ellos, la
autoridades competentes de los Estados Contratantes resolverán el cas<
de común acuerdo.

3.- Cuando en virtud de las disposiciones del párrafo 1, una persona, que no
sea una persona natural/ sea residente de ambos Estados Contratantes, se
considerará residente del Estado en que se encuentre su sede de dirección
efectiva.

ARTÍCULOS
ESTABLECIMIENTO PERMANENTE

1.- A efectos del presente Convenio, la expresión "establecimiento
permanente" significa un lugar fijo de negocios en el cual una empresa realiza
toda o parte de su actividad.

2.- La expresión "establecimiento permanente" comprende, en especial:

a) una sede de dirección;

b) una sucursal;

c) una oficina;

d) una fábrica,

e) un taller.

f ) una mina, un pozo de petróleo o gas, una cantera o cualquier otro lugar
de extracción de recursos naturales.

3.- Una planta de construcción o montaje constituye un establecimiento
permanente cuando su duración excede de 12 meses, a partir de la fecha en la
que empiecen efectivamente los trabajos.

4.- No obstante las disposiciones anteriores del presente artículo, no se
considera "establecimiento permanente" si:

a) la utilización de instalaciones es con el único fin de almacenar,
exponer o entregar mercancías pertenecientes a la empresa;

b) las mercancías pertenecientes a la empresa se guardan con el único fin
de almacenarlas, exponerlas o entregarlas;

c) las mercancías pertenecientes a la empresa se guardan con el único fin
de que sean transformadas por otra empresa;

d) un lugar fijo de negocios empleado con el único fin de comprar
mercancías o recopilar informaciones para la empresa;

e) un lugar fijo de negocios empleado con el único fin de realizar
publicidad para la empresa, suministrar informaciones, efectuar
investigaciones científicas o cualquier otra actividad que tenga carácter
preparatorio o auxiliar;

f) un lugar fijo de negocios empleado con el único fin de realizar el
cúmulo de actividades mencionadas en los apartados de a) a e), a
condición de que la actividad del lugar fijo de negocios que resulta de
esta combinación mantenga un carácter preparatorio o auxiliar.

5.- No obstante las disposiciones de los párrafos I y 2, cuando una persona
distinta de un agente que disfrute de un estatuto independiente previsto en el
párrafo 6 actúe por cuenta de una empresa y disponga en un Estado
Contratante de los poderes que allí ejerce habitualmente permitiéndole
concluir contratos en nombre de la empresa, dicha empresa será considerada
como establecimiento permanente en ese Estado para todas aquellas-
actividades que esta persona efectúe para la empresa, a menos que las
actividades de dicha persona se limiten a las que figuran en el párrafo 4 y que,
aun cuando se ejercieran a través de una instalación fija de negocios no se
pudiera considerar dicha instalación como un establecimiento permanente
según las disposiciones de este párrafo.

6.- No se considera que una empresa tiene un establecimiento permanente ep
un Estado Contratante por el simple hecho de que realice sus actividades por
medio de un corredor, un comisionista general o cualquier otro agente que
goce de un estatuto independiente, siempre que estas personas actúen* dentro
del marco ordinario de su actividad.

7.- El hecho de que una sociedad residente de un Estado Contratante controle
o sea controlada por una sociedad residente del otro Estado Contratante, o que
realice actividades en este otro Estado (ya sea por medio de un
establecimiento permanente o de otra manera), no convierte de por si a
cualquiera de estas sociedades en establecimiento permanente de la otra.

CAPITULO III
TRIBUTACIÓN DE LAS RENTAS

ARTICULO 6
RENTAS INMOBILIARIAS

1.- Las ventas que un residente de un Estado Contratante obtenga de bienes
inmuebles (incluidas las rentas de explotaciones agrícolas o forestales)
situados en el otro Estado Contratante serán objeto de imposición en este otro
Estado.
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2.- La expresión "bienes inmuebles'' tendrá el significado que le atribuya el
derecho del Estado Contratante en el que se encuentran los bienes. Dicha
expresión comprende en todo caso los accesorios, el ganado y equipo
utilizado en las explotaciones agrícolas y forestales, los derechos a los que se
apliquen las disposiciones del derecho privado relativas a los bienes raíces, el
usufructo de bienes inmuebles y los derechos a percibir pagos variables o fijos
por la explotación o concesión de la explotación de yacimientos minerales,
fuentes y otros recursos naturales. Los buques y aeronaves no serán
considerados bienes inmuebles.

3.- Las disposiciones del párrafo 1 se aplicarán a las rentas derivadas de la
explotación directa, arrendamiento o aparcería, así como de cualquier otra
forma de explotación de los bienes inmuebles.

4.- Las disposiciones de los párrafos 1 y 3 se aplicarán igualmente a las rentas
derivadas de los bienes inmuebles de una empresa y de los bienes inmuebles
utilizados para el ejercicio de un trabajo independiente.

5.- Cuando el tener acciones, participaciones o cualquier otro derecho en una
sociedad o alguna otra persona jurídica le permita al propietario gozar de
bienes inmobiliarios ubicados en un Estado Contratante y al ser posesión de
dicha sociedad o de la otra persona jurídica, las rentas que obtenga el
propietario de la utilización directa, arrendamiento o utilización bajo cualquier
otra forma de ese derecho de uso serán objeto de imposición en ese Estado.

ARTICULO 7
BENEFICIOS EMPRESARIALES

1.- Una empresa de un Estado Contratante sólo puede someterse a imposición
en ese Estado a no ser que la empresa realice su actividad en el otro Estado
Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él. Si la
empresa realiza su actividad de dicha manera, los beneficios de la empresa
serán imponibles en el otro Estado, pero sólo en la medida en que puedan
atribuirse a este establecimiento permanente.

2.- A reserva de lo previsto en el párrafo 3. cuando una empresa de un Estado
Contratante realice su actividad en el otro Estado Contratante por medio de un
establecimiento permanente situado en 61, en cada Estado Contratante se
atribuirán a dicho establecimiento permanente los beneficios que éste hubiera
podido obtener de haber sido una empresa distinta que hubiera realizado
actividades idénticas o análogas, y hubiera mantenido relaciones con total
independencia con la empresa de la que es establecimiento permanente.

3.- Para determinar los beneficios de un establecimiento permanente se
permitirá deducir los gastos en que se haya incurrido para los fines del
establecimiento permanente, incluyendo los gastos de dirección y los costos
generales de administración tanto si se efectúan en el Estado en que se
encuentre el establecimiento permanente como en otra parte.

4.- En caso de ser usual en un Estado Contratante determinar los bcnencios
imputables a un establecimiento permanente sobre la base de un reparto de
beneficios totales de la empresa entre sus diversas partes, lo establecido en el
párrafo 2 no impedirá que este Estado determine los beneficios imponibles
según el reparto usual; sin embargo, el método de reparto adoptado debe ser
de forma tal que el resultado obtenido esté de acuerdo con los principios
contenidos en el presente articulo.

5.- No se atribuirá ningún beneficio a un establecimiento permanente por el
simple hecho de haber comprado mercancías para la empresa.

6.- A efectos de los párrafos anteriores, los beneficios imputables al
establecimiento permanente se determinarán cada aflo siguiendo el mismo
método, a no ser que existan motivos válidos y suficientes para proceder de
otra forma.

7.- Cuando los beneficios comprendan panes de rentas referidas
separadamente en otros artículos del presente Convenio, las disposiciones de
dichos artículos no quedarán afectadas por las del presente artículo.

AKIJCULO8
NAVEGACIÓN MARÍTIMA Y AEREA

La tributación de beneficios provenientes de la explotación, en tráfico
internacional, de boques o aeronaves está regida por el Convenio suscrito

[entre el Gobierno de la República de Venezuela y el Gobierno de la República
Francesa con el fui de evitar la doble tributación en materia de transporte
marítimo y aéreo firmado el 4 de octubre de 1978 y modificado por el
Protocolo Modificatorio del 24 de noviembre de 1987.

ARTICULO 9
EMPRESAS ASOCIADAS

Cuando:

a) una empresa de un Estado Contratante participe directa o
indirectamente en la dirección, control o capital de una empresa del otro
Estado Contratante, o

b) que las mismas personas participen directa o indirectamente en la
dirección, control o capital de una empresa de un Estado Contratante y de
una empresa del otro Estado Contratante,

y que, en uno y otro caso, las dos empresas estén, en sus relaciones
comerciales o financieras, unidas por condiciones aceptadas o impuestas
que difieren de las que serían acordadas por empresas independientes, los
beneficios que habrían sido obtenidos por una de las empresas, de no
haber existido estas condiciones y que de hecho no se produjeron a causa
de las mismas, podrán ser incluidos en los beneficios de esta empresa y
en consecuencia sometidos a imposición.

ARTICULO 10
, DIVIDENDOS

1.- Los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado
: Contratante a un residente del otro Estado Contratante podrán ser imponibles
en ese otro Estado.

2.- Estos dividendos también podrán ser sometidos a imposición en el Estado
Contratante en que resida la sociedad que pague los dividendos y según la
legislación de este Estado; pero si la persona que recibe los dividendos es el
beneficiario efectivo, el impuesto así exigido no podrá exceder:

a) el 15% del monto bruto de los dividendos referidos en el párrafo 3;

b) el 5% del monto bruto de los otros dividendos; sin embargo, estos
dividendos no podrán ser sometidos a imposición en el Estado
Contratante en que resida la sociedad que pague los dividendos, si el
beneficiario efectivo es una sociedad que 'posea directa o indirectamente
al menos el 10% del capital de la primera sociedad.

El presente párrafo no afecta la imposición de la sociedad respecto a los
beneficios que sirvan para pagar los dividendos.

3. a) Un residente de Venezuela que reciba de una sociedad residente en
Francia dividendos que le darían derecho a un crédito de impuesto ("avoir
fiscal") si fuere recibido por un residente de Francia, tendrá derecho a recibir
un pago del Tesoro Francés cuyo monto sería equivalente a dicho crédito de
impuesto ("avoir fiscal"), a reserva de la deducción de impuestos prevista en
el apartado a) del párrafo 2.

b) Las disposiciones del apartado a) sólo se aplicarán a un residente de
Venezuela que sea:

(i) una persona natural, o

(ii) una sociedad que posea directa o indirectamente menos del 10%
del capital de la sociedad residente en Francia que paga los
dividendos.

c) Las disposiciones del apartado a) no se aplicarán si la persona que
recibe los dividendos no está sujeta al impuesto en Venezuela debido a
esos dividendos y al pago del Tesoro Francés.

d) Los pagos del Tesoro Francés referidos en el apartado a) serán
considerados como dividendos para la aplicación del presente Convenio.
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4.- Un residente de Venezuela que reciba dividendos pagados por una
sociedad residente en Francia y que no tenga derecho al pago del Tesoro
Francés referido en el párrafo 3, podrá obtener el reembolso del impuesto
(precompte) francés pagado por la sociedad en la medida en que la sociedad lo
haya pagado efectivamente con motivo de sus dividendos. El monto bruto del
reembolso del impuesto francés (precompte) pagado por la sociedad será
considerado como un dividendo para la aplicación del Convenio. En Francia
es imponible según las disposiciones del párrafo 2.

5.- El término "dividendos" empleado en el presente artículo significa los
ingresos de las acciones, acciones o bonos de disfrute, participaciones en
minas, participaciones de fundadores y otros derechos que permitan participar
en los beneficios, excepto los créditos, así como los ingresos sujetos al
régimen de distribuciones por la legislación fiscal del Estado Contratante en
que resida la sociedad que los distribuya.

6.- Las disposiciones de los párrafos 1, 2, 3 y 4 no se aplicarán cuando el
beneficiario efectivo de los dividendos, residente de un Estado Contratante,
ejerza en el otro Estado Contratante del que es residente la sociedad que paga
los dividendos, una actividad industrial o comercial a través de un
establecimiento permanente allí situado, o una profesión independiente a
través de una base fija allí situada con la que la participación que genera los
dividendos esté vinculada efectivamente. En estos casos, los dividendos serán
imponibles en el otro Estado Contratante según su legislación y teniendo en
cuenta las demás disposiciones del Convenio.

7.- Cuando una sociedad residente de un Estado Contratante obtenga
beneficios o ingresos del otro Estado Contratante, este otro Estado no podrá
percibir ningún otro impuesto sobre los dividendos pagados por la sociedad,
salvo en la medida en que estos dividendos sean pagados a un residente de
este otro Estado o cuando la participación que generen estos dividendos esté
vinculada efectivamente a un establecimiento permanente o a una base fija
situada en este otro Estado, ni someter los beneficios no distribuidos de la
sociedad a un impuesto sobre los mismos, aunque los dividendos pagados o
los beneficios no distribuidos consistan, total o parcialmente, en beneficios o
ingresos procedentes de este otro Estado.

ARTICULO 11
INTERESES

1.- Los intereses procedentes de un Estado Contratante y pagados a un
residente del otro Estado Contratante podrán ser sometidos a imposición en
este otro Estado.

2.- Sin embargo, estos intereses podrán también ser sometidos a imposición
en el Estado Contratante del que procedan y de acuerdo con la legislación de
este Estado, pero si la persona que recibe los intereses es el beneficiario
efectivo, el impuesto así establecido no podrá exceder del 5% del monto brutc
de los intereses.

3.- No obstante las disposiciones del .párrafo 2, los intereses referidos en el
párrafo 1 estarán exentos de impuestos en el Estado Contratante del que
provienen si:

a) el deudor de los intereses es dicho Estado Contratante, una de sus
colectividades locales o una de sus personas jurídicas de derecho público,
o;
b) los intereses son pagados al otro Estado Contratante, a una de sus
colectividades locales o a una de sus personas jurídicas de derecho
público, o;

c) los intereses son pagados en razón de financiamientos acordados en el
marco de la ayuda pública para el comercio exterior o en el marco de
acuerdos concluidos entre los Estados Contratantes.

4.- El término "intereses", empleado en el presente artículo, significa ¡os
rendimientos de créditos de cualquier naturaleza, con o sin garantías
hipotecarias o cláusula de participación en los beneficios del deudor, y
particularmente los ingresos de fondos públicos y obligaciones de préstamo,
incluyendo las primas y los premios vinculados a dichos títulos. Las sanciones
por el pago tardío no se considerarán como intereses en el sentido del presente
artículo.

5.- Las disposiciones de los párrafos 1, 2 y 3 no se aplicarán cuando el
beneficiario efectivo de los intereses, residente de un Estado Contratante,
ejerza en el otro Estado Contratante del que provienen los intereses, una
actividad industrial o comercial por medio de un establecimiento permanente
simado allí, o una profesión independiente por medio de una base fija situada
allí, con la que el crédito que genere los intereses esté vinculado
efectivamente. En estos casos, los intereses serán objeto de imposición en ese
Estado Contratante según su legislación y teniendo en cuenta las demás
disposiciones del presente Convenio.

6.- Los intereses se consideran procedentes de un Estado Contratante, cuando
el deudor sea un residente de dicho Estado. Sin embargo, cuando el deudor de
los intereses sea o no residente de un Estado Contratante, tenga en un Estado
Contratante un establecimiento permanente o una base fija con el cual se haya
contraído la deuda que da origen al pago de los intereses y soporte la carga de
dichos intereses, éstos serán considerados como procedentes del Estado
Contratante donde esté situado el establecimiento permanente o la base fija.

7.- Cuando, con motivo de las relaciones especiales existentes entre el deudor
y el beneficiario efectivo, o de las que uno y otro mantengan con terceros, el
monto de los intereses, teniendo en cuenta el crédito por el que se paguen,
exceda el que hubieran convenido el deudor y el beneficiario efectivo y en
ausencia de tales relaciones, las disposiciones del presente artículo sólo se
aplicarán a este último monto. En este caso, el excedente de los pagos podrá
ser objeto de imposición, de acuerdo con la legislación de cada Estado
Contratante y teniendo en cuenta las demás disposiciones del Convenio.

ARTICULO 12
REGALÍAS

1.- Las regalías provenientes de un Estado Contratante y pagadas a un
residente del otro Estado Contratante serán imponibles en este otro Estado.

2.- Sin embargo, estas regalías también serán imponibles en el Estado
Contratante de donde provengan y de acuerdo con la legislación de ese
Estado, pero, si la persona que percibe las regalías es el beneficiario efectivo, •
el impuesto así establecido no podrá exceder del 5% del monto bruto de las
regalías.

3.- El término "regalías" empleado en el presente artículo significa las
remuneraciones de cualquier tipo pagadas:

a) por el uso o concesión de uso de un derecho de autor sobre una obra
literaria, artística o científica, incluyendo las películas cinematográficas y
las películas y grabaciones para programas radiofónicos y televisivos;

b) por el uso o concesión de uso de una patente, marca de fábrica o
comercial, dibujo, modelo, plan, fórmula o procedimiento secreto, así
como por informaciones sobre una experiencia adquirida ("savoir-faire")
en el campo industrial, comercial o científico.

4.- Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 no se aplicarán cuando el
beneficiario efectivo de las regalías, residente de un Estado Contratante,
ejerza en el otro Estado Contratante de donde proceden las regalías, una
actividad industrial o comercial por medio de un establecimiento permanente
situado allí, o una profesión independiente por medio de una base fija situada
allí, con la que el derecho o bien que genere las regalías esté vinculado
efectivamente. En esos casos, las regalías serán imponibles en el otro Estado
Contratante según su legislación y teniendo en cuenta las demás disposiciones
del presente Convenio.

5.- Las regalías se consideran procedentes de un Estado Contratante cuando el
deudor sea un residente de dicho Estado. Sin embargo, cuando el deudor de
las regalías sea o no residente de un Estado Contratante, tenga en un Estado
Contratante un establecimiento permanente, o una base fija, para el cual se
concluyó el contrato que dio lugar al pago de las regalías y que soporta el
pago de las regalías, éstas se consideran procedentes del Estado donde esté
situado el establecimiento permanente o la base fija.

6.- Cuando, con motivo de las relaciones especiales existentes entre el deudor1

y el beneficiario efectivo o de las que uno u otro mantenga con terceros, el
monto de las regalías, tomando en cuenta la prestación para la aue se pagan,
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exceda el que habrían convenido el deudor y el beneficiario efectivo en
ausencia de tales relaciones, las disposiciones del presente artículo sólo se
aplicarán a este último monto. El excedente podrá ser sometido a imposición
de acuerdo con la legislación de cada Estado Contratante, teniendo en cuenta
las demás disposiciones del Convenio.

ARTICULO 13
GANANCIAS DE CAPITAL

1.- Las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga de la
enajenación de bienes inmuebles referidas en el artículo 6, situados en el otro
Estado Contratante son imponibles en el otro Estado.

2.- Las ganancias provenientes de la enajenación de acciones, participaciones
u otros derechos en una sociedad o en alguna otra persona jurídica cuyo activo
está constituido principalmente, directa o indirectamente, por bienes
inmobiliarios situados en un Estado Contratante, o de derechos sobre tales
bienes serán imponibles en este otro Estado.

3.- Las ganancias provenientes de la enajenación de bienes muebles que
formen parte del activo de un establecimiento permanente que una empresa de
un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante, o de bienes
inmuebles que pertenezcan a una base fija que un residente de un Estado
Contratante disponga en el otro Estado Contratante por el ejercicio de su
profesión independiente, incluyendo las ganancias provenientes de la
enajenación de este establecimiento^pe'rmanente (sólo o con el conjunto de la
empresa) o de esta base fija, serán imponibles en este otro Estado.

4.- Las ganancias provenientes de la enajenación de buques o aeronaves
explotados en tráfico internacional o de bienes muebles destinados a la
explotación de dichos buques o aeronaves sólo serán imponibles en el Estado
Contratante donde esté situada la sede de dirección efectiva de la empresa.

5.- Las ganancias provenientes de la enajenación de todos los bienes que no
figuran en los párrafos 1, 2, 3 y 4 sólo serán imponibles en el Estado
Contratante donde el cédeme tenga su residencia.

ARTICULO 14
PROFESIONES INDEPENDIENTES

1.- Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtenga de una
profesión liberal u otras actividades de naturaleza independiente sólo serán
imponibles en este Estado a menos que este residente disponga de forma
habitual en el otro Estado Contratante de una base fija para el ejercicio de sus
actividades. En caso de disponer dicha base fija, las rentas serán imponibles
en el otro Estado, pero únicamente en la medida en que sean imputables a esta
base fija.

2.- La expresión "profesión liberal" comprende especialmente las actividades
independientes de carácter científico, literario, artístico, educativo o
pedagógico, así como las actividades independientes de médicos, abogados,
ingenieros, arquitectos, dentistas y contables.

ARTICULO 15
PROFESIONES DEPENDIENTES

1.- A reserva de lo dispuesto en los artículos 16, 18, 19 y 20, los sueldos,
salarios y remuneraciones similares que un residente de un Estado Contratante
reciba por un empleo asalariado sólo serán imponibles en este Estado, a
menos que el empleo se ejerza en el otro Estado Contratante. Si el empleo se
ejerce en este último, las remuneraciones percibidas por este concepto podrán
ser sometidas a imposición en este otro Estado.

2.- No obstan lo dispuesto en el párrafo 1, las remuneraciones que un
residente de un Estado Contratante perciba por concepto de un empleo
asalariado ejercido en el otro Estado Contratante sólo serán imponibles en el
primer Estado si:

a) el beneficiario permanece en el otro Estado por un período o períodos
que no excedan en total de 183 días del año fiscal considerado, y

b) las remuneraciones se pagan por un empleador o por cuenta de un
empleador que no sea residente del otro Estado, y

c) las remuneraciones no son sufragadas por un establecimiento
permanente o una base fija que el empleador tiene en el otro Estado.

3.- No obstante las disposiciones precedentes del presente artículo, las
remuneraciones percibidas por un empleo-asalariado ejercido a bordo de un
buque o aeronave explotado en tráfico internacional serán imponibles en el
Estado Contratante en que esté situada la sede de dirección efectiva de la
empresa.

ARTICULO 16
DIETAS DE ASISTENCIA Y

RETRIBUCIONES SIMILARES

Las dietas de asistencia y demás retribuciones similares que un residente
de un Estado Contratante reciba como miembro de un consejo de
administración o de supervisión de una sociedad residente del otro Estado
Contratante, serán imponibles en este otro Estado.

ARTICULO 17
ARTISTAS Y DEPORTISTAS

1.- No obstante lo dispuesto en los artículos 14 y 15, las rentas que un
residente de un Estado Contratante obtenga del ejercicio de su actividad
personal ejercida en el otro Estado Contratante, en calidad de artista del
espectáculo, como artista de teatro, cine, radio o televisión, o como músico, o
como deportista, serán imponibles en este otro Estado.

2.- Cuando las rentas de las actividades que ejerza personalmente un artista
del espectáculo o un deportista y en esta calidad no se le atribuyan al propio
artista o al deportista sino a otra persona, dichas rentas serán objeto de
imposición, no obstante los artículos 7,14 y 15, en el Estado Contratante en el
que se realicen las actividades del artista o del deportista.

3.- No obstante las disposiciones del párrafo I, las rentas que un artista o un
deportista, residente de un Estado Contratante, obtenga de sus actividades
personales ejercidas en el otro Estado Contratante y en esa calidad, sólo serán
objeto de imposición en el primer Estado cuando dichas actividades en el otro
Estado estén financiadas primordialmente por fondos públicos del primer
Estado, de una de sus colectividades locales, o de una de sus personas
jurídicas de derecho público.

4.- No obstante las disposiciones del párrafo 2, cuando las rentas de un artista
o de un deportista, residente de un Estado Contratante, por las actividades
ejercidas personalmente y en esa calidad, en el otro Estado Contratante, sean
atribuidas no al propio artista o al deportista sino a otra persona, éstas rentas
sólo serán imponibles, no obstante las disposiciones de los artículos 7, 14 y
15, en el primer Estado cuando la otra persona esté financiada
primordialmente por fondos públicos de ese Estado, por una de sus
colectividades locales o por una de sus personas jurídicas de derecho público.

ARTICULO 18
PENSIONES

1.- A reserva de las disposiciones del artículo 19, las pensiones y otras
remuneraciones similares pagadas a un residente de un Estado Contratante por
concepto de un trabajo anterior sólo serán imponibles en ese Estado.

2.- No obstante las disposiciones del párrafo 1, las pensiones y otras sumas
pagadas por la aplicación de la legislación sobre la seguridad social de un
Estado Contratante serán imponibles en ese Estado.

ARTICULO ¡9
REMUNERACIONES PUBLICAS

1- Las remuneraciones, incluyendo las pensiones, pagadas a una persona
natural por un Estado Contratante, o una de sus colectividades locales, o por
una de sus personas jurídicas de derecho público, directamente o por
deducción de fondos que ellas hayan constituido sólo serán imponibles en ese
Estado.

2.- Las disposiciones de los artículos 15, 16 y 18 se aplicarán a las
remuneraciones, incluyendo las pensiones pagadas por concepto de servicios
prestados en el marco de una actividad industrial o comercial ejercida por un
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Estado Contratante o una de sus colectividades locales o por una de sus
personas jurídicas de derecho público.

ARTICULO 20
PROFESORES E INVESTIGADORES

Los profesores e investigadores que residan temporalmente en un Estadc
Contratante durante un período que no exceda de dos años para dedicarse en
dicho Estado a la enseñanza o efectuar investigaciones en una Universidad,
Colegio, Escuela o en una institución similar y que sean o hayan sido
inmediatamente antes de este período, residentes del otro Estado Contratante,
sólo serán imponibles en el otro Estado, por las remuneraciones provenientes
de la actividad de enseñanza o investigación y que no provengan del primer
Estado.

ARTICULO 21
ESTUDIANTES

Las cantidades que reciba un estudiante o un pasante que sea o haya sido,
inmediatamente antes de llegar a un Estado Contratante, residente del otro.
Estado Contratante y que se encuentre en el primer Estado con el único fin de
proseguir sus estudios o su formación, para cubrir sus gastos de1

mantenimiento, de estudios o formación no serán imponibles en este Estado a
condición de que provengan de fuentes situadas fuera de este Estado.

ARTICULO 22
OTRAS RENTAS

L- Las panes de rentas de un residente de un Estado Contratante, cualquiera
que fuese su procedencia, no referidas en los artículos anteriores del presente
Convenio y que no sean producto de fideicomiso, sólo serán imponibles en
este Estado.

2.- Las disposiciones del párrafo 1 no se aplicarán a las rentas diferentes de las
que provengan de bienes inmobiliarios tal y como se definieron en el párrafo 2
del artículo 6, cuando el beneficiario de tales rentas, residente de un Estado
Contratante ejerza en el otro Estado Contratante, una actividad industrial o,
comercial por medio de un establecimiento permanente allí situado, o una,
profesión independiente por medio de una base fija allí situada, con lo que;
esté relacionado efectivamente el derecho o el bien generador de rentas. En¡
esle caso, íe'áplfcarán las disposiciones del artículo 7 o'del artículo 14, según
el caso.

CAPÍTULO IV
DISPOSICIONES ESPECIALES

ARTICULO 23
DISPOSICIONES PARA EVITAR LA DOBLE

TRIBUTACIÓN

1.- En lo que respecta a Francia, la doble tributación será evitada de la
siguiente manera:

a) Las rentas procedentes de Venezuela, sujetas a imposición o no, sólo
en este Estado según las disposiciones del presente Convenio, serán
tomadas en cuenta en el cálculo del impuesto francés cuando su
beneficiario sea un residente de Francia y no estén exentos del impuesto
sobre las sociedades al aplicarse la legislación francesa. En este caso, el
impuesto venezolano no es deduciblc de esas rentas, pero el beneficiario,
tendrá derecho a un crédito de impuesto imputable al impuesto francés.
Este crédito de impuesto c» igual:

(i) para las rentas diferentes de los mencionados en el aparte (ii), al
monto del impuesto francés correspondiente a esas rentas;

(ii) para las rentas referidas en el párrafo 2 del artículo 10, párrafo 2
del artículo 11, párrafo 2 del artículo 12, párrafos 1 y 2 del artfcülo 13,
párrafo 3 del artículo 15, artículo 16, párrafos 1 y 2 del artículo 17 y
párrafo 2 del artículo 18 al monto del impuesto pagado en Venezuela1

conforme a las disposiciones de estos artículos; este crédito no puede |
exceder al monto del impuesto francés correspondiente a éstas rentas

b) Para la aplicación de a), (ii), la expresión "monto del impuesto pagado
en Venezuela" significa:

(i) el monto del impuesto venezolano efectivamente pagado en forma
definitiva por concepto de estas rentas, conforme a las disposiciones
del Convenio, por el residente en Francia beneficiario de esta renta,
(ii) el monto del impuesto venezolano sobre los intereses referidos en
el párrafo 2 del artículo 11 y sobre las regalías referidas en el párrafo 2
del artículo 12, que debía haber sido pagado en virtud de la legislación
de derecho común de Venezuela y en los límites fijados por el
Convenio, pero que fue objeto de una exoneración o de una reducción
según aplicación de disposiciones legislativas particulares, vigentes en
Venezuela en la fecha de la firma del Convenio y que prevé un
régimen de estímulo fiscal temporal con miras a promover el
desarrollo económico de Venezuela. Las disposiciones del presente (ii)
se aplicarán durante diez años a partir de la fecha de vigencia del
Convenio. Este período de diez años podrá ser prolongado de común
acuerdo por las autoridades competentes de los Estados Contratantes.

c) En cuanto á la aplicación de a) a las rentas referidas en los artículos 11
y 12, cuando los montos del impuesto pagado en Venezuela, conforme a
las disposiciones de esos artículos, excedan al monto del impuesto
francés correspondiente a esas rentas, el residente de Francia que reciba
esas rentas podrá presentar su caso a la autoridad competente francesa. Si
la autoridad competente estima que se trata de una situación en la que
existe una imposición que no es comparable a una imposición de renta
neta, podrá en las condiciones que ella determine, admitir como
deducción del impuesto francés sobre otras rentas provenientes de una
fuente extranjera de ese residente, el monto no imputado del impuesto
pagado en Venezuela.

En lo que respecta' a Venezuela, la doble tributación será evitada de la
siguiente manera:

a) A reserva de las disposiciones de b), cuando un residente de Venezuela
reciba rentas que, conforme a las disposiciones del Convenio, sean
imponibles en Francia, dichas rentas estarán exentas del impuesto
venezolano.

b) Cuando un residente de Venezuela reciba dividendos que, conforme a
las disposiciones del Artículo 10, sean imponibles en Francia, Venezuela
concederá sobre el monto del impuesto que percibe sobre estos
dividendos una deducción de un monto igual al impuesto pagado en
Francia. Sin embargo tal deducción no podrá exceder a la fracción del
impuesto venezolano, calculado antes de la deducción, correspondiente a
estos dividendos imponibles en Francia.

ARTICULO 24
NO DISCRIMINACIÓN

1.- Las personas naturales nacionales de uno de los Estados Contratantes no
serán sometidas en el otro Estado. Contratante a ninguna tributación ni i
obligación relativa al mismo, que sea distinta o mayor que aquella a la que
sean o puedan ser sometidas las personas naturales nacionales de este otro
Estado y que se encuentren en las mismas condiciones, particularmente en lo
que a residencia se refiere. No obstante lo dispuesto en el artículo 1, la
presente disposición se aplica igualmente a las personas naturales que no sean'
residentes de un Estado Contratante o de ambos Estados Contratantes.

2.- Los establecimientos permanentes que una empresa de un Estado
Contratante tenga en el otro Estado Contratante no serán sometidos a
imposición en este Estado de manera menos favorable que las empresas de
este otro Estado que realicen las mismas actividades. Esta disposición no
puede interpretarse en el sentido de obligar a un Estado Contratante a
conceder a los residentes del otro Estado Contratante las deducciones
personales, desgravámenes y rebajas impositivas que otorgue a sus propios
residentes en consideración a su situación o cargas familiares.

3.- A menos que se apliquen las disposiciones del artículo 9, del párrafo 7 del
artículo 11 o del párrafo 6 del artículo 12, los intereses, regalías y demás
gastos pagados por una empresa de un Estado Contratante a un residente del
otro Estado Contratante serán deducibles, para determinar los beneficios
sujetos a imposición de esta empresa, en las mismas condiciones que si
hubieran sido pagados a un residente del primer Estado.

4.- Las empresas de un Estado Contratante cuyo capital esté total o
parcialmente, detentado o controlado, directa o indirectamente, por uno o
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varios residentes del otro Estado Contratante, no estarán sometidas en el
primer Estado a ninguna tributación u obligación relativa a la misma que sea
distinta o mayor que aquella a la que estén o puedan estar sometidas otras
empresas similares del primer Estado.

5.- Las cotizaciones pagadas por o para una persona natural residente de un
Estado Contratante y que no sea nacional de este Estado, a un régimen de
jubilación reconocido para fines fiscales en el otro Estado Contratante serán
tratadas fiscalmente en el primer Estado de la misma manera que las
cotizaciones pagadas a un régimen de jubilación reconocido para fines fiscales
en este primer Estado, en caso de que la autoridad competente de este Estado
convenga que el régimen de jubilación corresponde a un régimen de
jubilación reconocido para fines fiscales en este Estado. A los fines del
presente párrafo, la expresión "régimen de jubilación", s ignif ica
particularmente un régimen de jubilación creado en el marco de un sistema
público de seguridad social.

6.- No obstante lo dispuesto en el articulo 2, las disposiciones del presente
artículo se aplicarán a todos los impuestos, cualquiera que sea su naturaleza o
denominación.

ARTICULO 25
PROCEDIMIENTO AMISTOSO

I.- Cuando una persona considere que las medidas adoptadas por uno o ambos
Estados Contratantes implican o pueden implicar para ella una imposición que
no esté conforme a las disposiciones del presente Convenio,
independientemente de los recursos previstos por el derecho interno de estos
Estados, podrá someter su caso a la autoridad competente del Estado
Contratante del que es residente o, si fuera aplicable el párrafo 1 del artículo
24, a la del Estado Contratante del que es nacional. El caso deberá ser
planteado dentro de los dos años siguientes a la primera notificación de la
medida que implique una imposición no conforme a las disposiciones del

Convenio.

2.- La autoridad competente, si la reclamación le parece fundada y si ella
misma no está en condiciones de encontrar una solución satisfactoria, hará lo
posible por resolver el caso mediante un acuerdo amistoso con la autoridad
competente del otro Estado Contratante, a fin de evitar una imposición que no
se ajuste a este Convenio. El acuerdo se aplicará cualquiera que sean los
plazos previstos por el derecho interno de los Estados Contratantes.

3.- Las autoridades competentes de los Estados Contratantes harán lo posible
por resolver las dificultades o disipar las dudas que plantee la interpretación o
aplicación del Convenio mediante un acuerdo amistoso. Podrán entre otros
concertarse para llegar a una imputación idéntica de las ganancias entre
empresas asociadas en el sentido del artículo 9. También podrán concertarse
para tratar 'de evitar la doble tributación en los casos no previstos cu el
Convenio.

4.- Las autoridades competentes de los Estados Contratantes podrán
comunicarse directamente entre sí, a fin de llegar a un acuerdo según se indica
en los párrafos precedentes. Cuando se considere que este acuerdo pueda
facilitarse mediante contactos personales, el intercambio de puntos de vista
podrá tener lugar en el seno de una Comisión integrada por representantes de
las autoridades competentes de los Estados Contratantes.

5.- Las autoridades competentes de los Estados Contratantes podrán regular
las modalidades de aplicación del Convenio y, en particular, las formalidades
que deben efectuar los residentes de un Estado Contratante para obtener en el
otro Estado Contratante, las rebajas o exoneraciones de impuesto así como
otras ventajas fiscales previstas por el Convenio. Dichas formalidades podrán
comprender la presentación de un formulario de certificación de residencia
con indicación, entre otros, de la naturaleza y el monto de los ingresos
implicados y con la certificación de las autoridades fiscales del primer Estado.

ARTICULO 26
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN

1.- Las autoridades competentes de los Estados Contratantes intercambiarán
las informaciones necesarias para aplicar lo dispuesto en el presente
Convenio, o en el derecho interno de los Estados Contratantes relativo a los
impuestos comprendidos en el Convenio, en la medida en que la imposición
exigida por aquél no fuera contraria al Convenio. El intercambio de

información no estará limitado por el artículo 1. Las informaciones recibidas
por un Estado Contratante serán mantenidas secretas en igual forma que las
informaciones obtenidas en base al derecho interno de este Estado y sólo se
comunicarán a las personas o autoridades (incluidos los tribunales y órganos
administrativos) encargados de la gestión o recaudación de los impuestos
comprendidos en el Convenio, de los procedimientos o indagaciones relativos
a estos impuestos o de las decisiones sobre los recursos relativos a estos
impuestos. Estas personas o autoridades sólo utilizarán estas informaciones
para estos fines. Podrán revelar estas informaciones en audiencias públicas de
los tribunales o en juicios.

2.- En ningún caso las disposiciones del Párrafo 1 podrán interpretarse en el
sentido de obligar a un Estado Contratante a:

a) adoptar medidas administrativas contrarias a su legislación o práctica
administrativa o a las del otro Estado Contratante;

b) suministrar información que no se pueda obtener sobre la base de su
propia legislación o en el ejercicio de su práctica administrativa normal o
de las del otro Estado Contratante; y

c) suministrar informaciones que revelen un secreto comercial, industrial
o profesional, o un procedimiento comercial, o informaciones cuya
comunicación sea contraria al orden público.

ARTICULO 27
AGENTES DIPLOMÁTICOS Y FUNCIONARIOS CONSULARES

Las disposiciones del presente Convenio no afectarán los privilegios
fiscales de que disfruten los miembros de las misiones diplomáticas, de las
oficinas consulares o de delegaciones permanentes ante organizaciones
internacionales, de acuerdo con los principios generales del derecho
internacional o en virtud de lo dispuesto en acuerdos especiales.

ARTICULO 28
EXTENSIÓN TERRITORIAL

1.-.E1 presente Convenio podrá extenderse, tal cual o con las modificaciones
necesarias, a las colectividades territoriales francesas de Mayotte y de Saint-
Pierre-et-Miquelon así como a los territorios de ultramar de la República
Francesa que perciben impuestos de la misma naturaleza que aquellos
comprendidos en el Convenio. Tal extensión surtirá efecto a partir de la fecha,
con las modificaciones y en las condiciones, incluidas las condiciones
relativas al cese de aplicación, fijadas de común acuerdo entre los Estados
Contratantes mediante intercambio de notas diplomáticas o de acuerdo con
cualquier otro procedimiento, de conformidad con sus disposiciones
constitucionales.

2.- A menos que ambos Estados Contratantes hayan convenido lo contrario, la
denuncia del Convenio por parte de uno de los dos en virtud del artículo 30
{también pondrá fin, en las condiciones previstas en el mencionado artículo. :i
la aplicación del Convenio a las colectividades territoriales y territorios de
ultramar de la República Francesa a los cuales se ha extendido de
conformidad con el presente artículo.

CAPITULO V
DISPOSICIONES FINALES

ARTICULO 29
ENTRADA EN VIGOR

1.- Cada uno de los Estados Contratantes notificará al otro, por vía
diplomática, el cumplimiento de los procedimientos requeridos por su
legislación para la puesta en vigor del presente Convenio. El Convenio entrará
en vigor en la fecha de la última de estas notificaciones.

2.- Las disposiciones del Convenio serán aplicables:

a) en lo que se refiere a los impuestos percibidos por medio de la
retención en la fuente, a las sumas pagadas o acreditadas a partir del 1° de
enero del año siguiente al de la entrada en vigor.
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b) en lo que se refiere a los otros impuestos sobre la renta, en los períodos
imponibles que comiencen el o después del 1° de enero del año siguiente
al de la entrada en vigor.

3.- Lo dispuesto en las dos primeras oraciones del artículo XXV del acuerdo
marco de cooperación cultural, científica y técnica entre el Gobierno de la
República Francesa y el Gobierno de la República de Venezuela, firmado en
Caracas el IS'de noviembre de 1974. dejará de aplicarse a las rentas o las que
se apurarán las disposiciones correspondientes al presente Convenio. "•

ARTICULO 30
DENUNCIA

El presente Convenio permanecerá en vigor hasta tanto no haya sido
denunciado por uno de los Estados Contratantes. Cada uno de los Estados
Contratantes podrá, mediante un preaviso mínimo de 6 meses notificado por
vía diplomática, denunciarlo para el final de un año civil a partir del quinto
año civil siguiente al de la entrada en vigor. En este caso, se aplicarán por
última vez sus disposiciones:

a) en lo que se refiere a los impuestos percibidos por medio de la
retención en la fuente, a las sumas pagadas o acreditadas a más tardar el
31 de diciembre del año civil para el final del que se haya notificado la
denuncia;

b) en lo que se refiere a los otros impuestos sobre la renta, en los períodos
imponibles que terminen a más tardar el 31 de diciembre del mismo año.

En fe de lo cual los suscritos, debidamente autorizados para tal fin,
firman el presente Convenio.

Hecho en Caracas a los siete días del mes de mayo de mil novecientos
noventa y dos, en dos ejemplares originales, en idioma castellano y francés,
ambos textos dando igualmente fe.

POR EL GOBIERNO DE
LA REPÚBLICA DE VENEZUELA

POR EL GOBIERNO DE
LA REPÚBLICA FRANCESA

Humberto Calderón Berti
Ministro de Relaciones

Exteriores

Georges Kiejman
Ministro Delegado para

Asuntos Extranjeros
P R O T O C O L O

En el momento de firmar el Convenio entre el Gobierno de la República '•
de Venezuela y el Gobierno de la República Francesa con el objeto de evitar
la doble tributación y prevenir la evasión y el fraude fiscal en materia de
impuesto sobre la renta, los suscritos han convenido en las disposiciones
siguientes las cuales forman parte integrante del Convenio.

I. En lo que se refiere al objeto del Convenio, la expresión "evasión y
fraude fiscal" comprende las "contravenciones" (contraventions) en el
caso de Venezuela. Las disposiciones del Convenio no impedirán a
Francia aplicar los artículos 209 B y 212 de su Código General dé
Impuestos o de otras disposiciones similares que los enmendarían o
sustituirían.

U. Se entiende que las disposiciones del Convenio se aplicarán a las
actividades de exploración o explotación de los recursos naturales de
los fondos marinos y de su subsuelo, así como de la*., aguas
sobreyacentes.

III. En lo que se refiere a la primera oración del párrafo 1 del artículo.
4, la expresión "residente de un Estado Contratante" comprende:

a) este Estado, sus colectividades locales y sus personas jurídicas de
derecho público;

b) las sociedades de personas y otras asociaciones de personas que
tengan su sede en este Estado y de las que cada miembro esté
personalmente sometido al impuesto por su participación en los.
beneficios

IV. En lo que se refiere a los párrafos 1 y 2 del artículo 7, cuando una
empresa de un Estado Contratante venda mercancías o ejerza una
actividad en el otro Estado Contratante por intermedio de un
establecimiento permanente allí ubicado, los beneficios de dicho
establecimiento permanente no se calcularán sobre la base del monto
total recibido por la empresa, sino sobre la única base de la
remuneración imputable a la actividad real del establecimiento
permanente para dichas ventas o para dicha actividad. En particular en
el caso de contratos de estudio, suministro, instalación o construcción
de equipos o establecimientos industriales, comerciales o científicos o
de obras públicas, cuando la empresa tenga un establecimiento
permanente, los beneficios de dicho establecimiento permanente no .se
determinarán sobre la base del monto total del contrato, sino solamente
sobre la base de la parte del contrato efectivamente ejecutada por este
establecimiento permanente en el Estado Contratante donde se
encuentre. Los beneficios relativos a la parte del contrato ejecutada en
el Estado donde se encuentra la sede de dirección efectiva sólo serán
imponibles en dicho Estado.

V. En lo que se refiere al párrafo 5 del artículo 10, se entiende que el
término "dividendos" no comprende los ingresos referidos en el
artículo 16.

VI. Las remuneraciones pagadas por servicios técnicos incluidos
análisis o estudio de índole científico, geológico o técnico, por obras
de ingeniería incluidos los planos relativos a éstas, o por servicios de
consulta o supervisión, serán consideradas como las remuneraciones a
las que se aplican las disposiciones del artículo 7 o del artículo 14.

VIL Lo dispuesto en el Convenio, y en particular en los artículos 7 y
23, no se opondrán a la aplicación de la legislación de un Estado
Contratante:

a) que autoriza las sociedades residentes en este Estado para
determinar sus beneficios imponibles en función de una
consolidación que englobe entre otros los resultados de sus filiales
residentes en el otro Estado Contratante, o de sus establecimientos
permanentes situados en este otro Estado;

b)'o de acuerdo con la cual el primer Estado determina los
beneficios de sus residentes deduciendo los déficits de sus filiales
residentes en el otro Estado Contratante o de sus establecimientos
permanentes situados en este otro Estado, e integrando los
beneficios de dichas filiales o de dichos establecimientos
permanentes hasta el monto de los déficits deducidos.

VIII. Las disposiciones del párrafo 1 del artículo 24 se aplicarán
también a los Estados Contratantes, a sus colectividades locales y a las
personas jurídicas de derecho público de dichos Estados o
colectividades, aún cuando no se encuentren en la misma sivuación cu
lo que a residencia se refiere.

IX. Se entiende que solamente las disposiciones del presente Convenio
serán aplicables en materia fiscal, salvo, entre otras, cláusulas de no
discriminación o cláusulas de la nación más favorecidas incluidas en
otros acuerdos, tratados o convenios que habrían concluido los Estados
Contratantes.

X. Un residente de un Estado Contratante que disponga de una o varias
viviendas en el otro Estado Contratante no podrá estar sometido en
este otro Estado a un impuesto sobre la renta establecido sobre una
base estimada según el canon de arrendamiento de esta o estas
viviendas.

En fe de lo cual, los suscritos, debidamente autorizados para tal fin, firman
el presente Convenio.
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Hecho en Caracas a los siete días del mes de mayo de mil novecientos
noventa y dos, en dos ejemplares originales en idioma castellano y francés
ambos textos dando igualmente fe.

POR EL GOBIERNO DE
LA REPÚBLICA DE VENEZUELA

Humberto Calderón Berti
Ministro de Relaciones

Exteriores

POR EL GOBIERNO DE
LA REPÚBLICA FRANCESA

Georges Kiejman
Ministro Delegado para

Asuntos Extranjeros

Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo, en Caracas, a los
catorce días del mes de agosto de mil novecientos noventa y tres. Años 183"
de la Independencia y 134° de la Federación.

EL PRESIDENTE,

EL VICEPRESIDENTE,

LUIS ENRIQUE OBERTO G.

LOS SECRETARIOS,

LUIS AQÜILES MORENO C.

Paleólo <Sf Miraflorea, -?n Caracas, a los a
ít.^s del mes -J« SiftlirnÉnL 4* mil novecientos
noventa y tres. Año 183° de la Independencia y
13<k° de la Federación.

Cúmplase,
( L . S . )

RAMÓN J. VELASOUEZ

Refrendado,
El Ministro'de Relaciones Exteriores.

(I,. S. )

FERNANDO OCHOA ANTICH

Refrendado,
51 Ministro de Hacienda.

(T..S. )

CARLOS RAFAEL SILVA

Refrendado,
El Ministro de Transporte y Comunicaciones.

( L . S . )

JOSÉ DOMINGO SANTANDER C.

RAMÓN 3. VELASOUEZ
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA OE VENEZUELA

POR CUANTO la República de Venezuela suscribió con la República
Francesa el 7 de mayo de 1992 «1 Convenio con el Objeto de Evitar
la Doble Tributación y Prevenir la Evasión y el Fraude Fiscal en
materia de : «puesto sobre la Renta.

POR CUANTO fueron cusplldos loa requisito* constitucionales y
legales para la aprobación de la correspondiente Ley por el

Congreso de la República:

EN NOMBRE de la Repoblica de Venezuela y en ejercicio de las
facultades que la Constitución mo confiere. Ratifico el Convenio
jntre el Gobierno de la Repoblica de Venezuela y el 6obierno
la República Francesa con el Objeto de Evitar
Tributación y Prevenir la Evasión y el Fraude Fiscal
de Impuesto sobre la Renta, para que ss cusplan
tengan efectos en cuanto a Venezuela se refiere.

Publtqueee conjuntamente con la Ley Aprobatoria.

de
la Doble

en satería
sus clausulas y

En Caracas, a los «juradlas del
novecientos noventa y tres.

REFRENDADO

de septiembre de «U

v-\-
FERNANDO GERBASI

ENCARGADO DEL MINISTERIO
DE RELACIONES EXTERIORES

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE" VENEZUELA

D E C R E T A

la siguiente.

LEY APROBATORIA DEL CONVENIO DE LA HAYA
RELATIVO A LA OBTENCIÓN DE PRUEBAS EN EL
EXTRANJERO EN MATERIA CIVIL O MERCANTIL.

ARTICULO ÚNICO: Se aprueba en todas sus partes y para que surta
efectos internacionales en cuanto a Venezuela se
refiere, el Convenio de La Haya Relativo a la
Obtención de Pruebas en el Extranjero en
Materia Civil o Mercantil, aprobado en La Haya
el 18 de marzo de 1970.

CONVENIO DE LA HAYA RELATIVO A LA OBTENCIÓN DE
PRUEBAS EN EL EXTRANJERO EN MATERIA CIVIL O

MERCANTIL

Los Estado* signatario» del
presen» Convenio,

Deseando facilitar la remisión
y ejecución de comisione* rogato-
rias y promover la concordancia
entre los diferentes métodos que
los mismos utilizan a esto* efecto*,

Deseando acrecentar la efica-
cia de la cooperación judicial
mutua en materia civil o mercantil,

Han resuelto concertar un
Convenio a dichos efectos y conve-
nido en las disposiciones siguientes:

CAPITULO PRIMERO
Comisione* Rogatorias

Artículo 1.
En material civil o mercantil,

.la autoridad judicial de un Estado
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Contratante podrá, en conformidad
a las disposiciones de su
legislación, solicitar, de la
autoridad competente de otro
Estado Contratante, por Comisión
Rogatoria, la obtención de pruebas,
así como la realización de otras
actuaciones judiciales.

No se empleará una Comisión
Rogatoria para obtener pruebas
que no estén destinadas a utilizarse
en un procedimiento ya incoado o
futuro.

La expresión "otras actuacio-
nes judiciales" no comprenderá ni
la notificación de documentos judi-
ciales ni las medidas de conserva-
ción o de ejecución.

Artículo 2.
Cada Estado Contratante de

signará una autoridad central que
estará encargada de recibir las Co-
misiones Rogatorias expedidas por
una autoridad judicial de otro
Estado Contratante y de remitirlas
a la autoridad competente para su
ejecución. La autoridad central
estará organizada según las moda-
lidades preceptuadas por el Estado
requerido.

Las Comisiones Rogatorias se
remitirán a la autoridad central del
Estado requerido sin intervención
alguna de otra autoridad de dicho
Estado.
Artículo 3.

En la Comisión Rogatoria,
constarán los datos siguientes:

a) La autoridad requirente
y, a ser posible, la autoridad re-
querida;

b) Identidad y dirección de
las partes y, en su casó, de sus
representantes;

c) La naturaleza y objeto de
la instancia, así como una expo-
sición sumaria de los hechos;

d) Las pruebas que hayan de
obtenerse o cualesquiera, actua-
ciones judiciales que hayan de rea-
lizarse.

Cuando proceda, en la
Comisión Rogatoria se consignará

también:
e) Los nombres y direc-

ciones de las personas que hayan de
ser oídas;

f) Las preguntas que hayan
de formularse a las personas a
quienes se deba tomar declaración,
o los hechos acerca de los cuales se
les deba oír,

g) Los documentos y otros
objetos que hayan de examinarse;

h) La solicitud de que la de-
claración se preste bajo juramento
o por afirmación solemne sin jura-
mento y, cuando proceda, la
indicación de la fórmula que haya
de utilizarse;

i) Las formas especiales cu-

ya aplicación se solicite conforme a
lo dispuesto en el artículo 9.

Asimismo, en la Comisión
Rogatoria se mencionará, si,
hubiere lugar a ello, la
información necesaria para la
aplicación del artículo 11.

No se podrá exigir legaliza-
ción alguna ni otra formalidad aná-
loga.

Artículo 4.
La Comisión Rogatoria

deberá estar redactada en la lengua
de la autoridad requerida o ir
acompañada de una traducción a
dicha lengua.

Sin embargo, cada Estado
Contratante deberá aceptar la
Comisión Rogaioria redactada en
francés o en inglés, o que vaya
acompañada de una traducción a
una de estas lenguas, salvo que
hubiere formulado la reserva
autorizada en el artículo 33.

Todo Estado Contratante que
tenga varias lenguas oficiales y no
pudiere, por razones de derecho
interno, aceptar las Comisiones
Rogatorias en una de estas lenguas
para la totalidad de su territorio
especificará, mediante una declara-
ción, la lengua en que la Comisión
Rogatoria deba estar redactada o
traducida para su ejecución en las
partes especificadas de su territo-
rio. En caso de incumplimiento sin
motivo justificado de la obligación
derivada de es,ta declaración, los
gastos de traducción a la lengua
exigida serán sufragados por el
Estado requirente.

Todo Estado Contratante me-
diante una declaración, podrá es-
pecificar la lengua o lenguas en las
que, aparte de las previstas en los
párrafos precedentes, puede en-
viarse la Comisión Rogatoria a su
autoridad central.

La conformidad de toda tra-
ducción que acompañe a una Comi-
sión Rogatoria, deberá esta'r
certificada por un funcionario
diplomático o consular, o por un
traductor jurado, o por cualquier
otra persona autorizada a tal efecto
en uno de los dos Estados.

Artículo 5.
Si la autoridad central

estimare que no se han cumplido
las disposiciones del presente
Convenio, informará inmediata-
mente de ello a la autoridad del
Estado requirente que.¡le haya
remitido Ja Comisión Rogatoria, y
precisará sus objeciones al
respecto,

Artículo 6.

Si la autoridad requerida no
•uviere competencia para su eje-

cución, la Comisión Rogatoria se
remitirá, de oficio y sin demora, a
la autoridad judicial competente
del mismo Estado según las normas
establecidas por la legislación de
éste.

Artículo 7.
Si la autoridad requirente lo

pidiere, se le informará de la fecha
y lugar en que se procederá a la
actuación solicitada, a fin de que
las panes interesadas y, en su caso,
sus representantes puedan asistir a
la misma. Esta información se
remitirá directamente a las dichas
partes o a sus representantes, cuan-
do la autoridad requirente así lo
pidiere.

Artículo 8.
Todo Estado Contratante

podrá declarar que a la ejecución
de una Comisión Rogatoria podrán
asistir miembros del personal
judicial de la autoridad requirente
de otro Estado Contratante. Esta
medida podrá estar sujeta a la
previa autorización de la autoridad
competente designada por el
Estado declarante.

Artículo: 9.
La autoridad judicial que pro-

ceda a la ejecución de una comi-
sión rogatoria, aplicará en cuanto a
la forma las leyes de su propio
país.

Sin embargo, se accederá a la
solicitud de la autoridad requirente
de que se aplique un procedimiento
especial, excepto si este procedi-
miento es incompatible con la Ley
del Estado requerido o es
imposible su aplicación debido a la
práctica judicial del Estado
requerido o por dificultades
prácticas.

La Comisión Rogatoria se
ejecutará con carácter de urgencia.

Artículo 10.
Al ejecutar la Comisión

Rogatoria, la autoridad requerida
aplicará los medios de compulsión
apropiados previstos por su ley
interna en los casos y en la misma
medida en que estaría obligada a
aplicar para ejecutar una Comisión
de las autoridades de su propio
Estado o una petición formulada a
este efecto por una parte
interesada.

Artículo 11.
La Comisión Rogatoria no se

ejecutará cuando la persona
designada en la misma alegare una
exención o una prohibición de
prestar declaración que haya esta-
blecido:

a) La Ley del Estado re-
querido, o

b) La Ley del Estado requi-
rente, si se -especifican en la
Comisión Rogatoria o, en su caso,
si así lo confirmare la autoridad
requirente a instancias de la autori-
dad requerida.

Además, todo Estado
Contratante, podrá declarar que
reconoce las exenciones y
prohibiciones establecidas por la
ley de otros Estados distintos del
Estado requirente y del Estado
requerido, en la medida en que se
especifique en tal declaración.

Artículo 12.
La ejecución de la Comisión

Rogatoria sólo podrá denegarse en
la medida en que:

a) En el Estado requerido la
ejecución no correspondiere a las
atribuciones del Poder judicial; o

b) El Estado requerido esti-
mare que podría causar perjuicio a
su soberanía o seguridad.

No se podrá denegar la ejecu-
ción por el solo motivo de que la
Ley del Estado requerido reivindi-
que una competencia judicial ex-
clusiva en el asunto de que se trate,
o no admita vías de derecho co-
rrespondientes al objeto de la
demanda deducida ante la
autoridad requirente.

Artículo 13
La autoridad requerida remi-

tirá a la autoridad requirente, poi
la misma vía que esta última haya
utilizado, los documentos en que se
haga constar la ejecución de la
Comisión Rogatoria.

Cuando la Comisión
Rogatoria no fuere ejecutada en su
totalidad o en parte, se informará
inmediatamente de ello por la
misma vía a la autoridad
requirente y se le comunicarán las
razones por las que no ha sido
ejecutada.

Artículo 14.
La ejecución de la Comisión

Rogatoria no dará lugar al reem-
bolso de tasas o gastos de cualquier
clase.

Sin embargo, el Estado
requerido tiene derecho a exigir
del Estado requirente el reembolso
de los honorarios pagados a peritos
e intérpretes y el de los gastos que
ocasione la aplicación de un
procedimiento especial solicitado
por el Estado requirente conforme
a lo dispuesto en el- párrafo 2 del
artículo 9. La autoridad requerida
cuya legislación estableciere que
son las partes las que deben aportar
las pruebas y no pudiere ejecutar
por sí misma la Comisión
Rogatoria, podrá encargar de ello
a una persona habilitada al efecto,
una vez obtenido el consentimiento
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de la autoridad requirente, la obli-
gación de reembolsar dichos
gastos. Si no se presta ese consen-
timiento, la autoridad requirente
no tendrá que sufragarlos.

CAPITULO II
Obtención de pruebas por

funcionarios diplomáticos o
consulares y por Comisarios

Artículo 15.
En materia civil o mercantil.

Han funcionario diplomático o con-
¡sular de un Estado Contratante po-
drá, en el territorio de otro Estado
Contratante y dentro de una cir-
cunscripción en donde ejerza sus
funciones, proceder, sin compul-
sión, a la obtención de pruebas de
nacionales de un Estado que dicho
funcionario represente y que se
refieran a un procedimiento incoa-
do ante un Tribunal de dicho
Estado.

Todo Estado Contratante po-
drá declarar que esta obtención de
pruebas por un funcionario diplo-
mático o consular, sólo podrá efec-
tuarse mediante autorización, a
petición de dicho funcionario, o en
su nombre, por la autoridad com-
petente que el Estado declarante
designe.

Artículo 16.
Un funcionario diplomático o

consular de un Estado Contratante
podrá también en el territorio de
otro Estado Contratante y dentro
de la circunscripción en donde
ejerza sus funciones, proceder, sin
compulsión, a la obtención de
pruebas de nacionales del Estado
de residencia, o de un tercer
Estado, y que se refieran a un
procedimiento incoado ante un
Tribunal de un Estado que dicho
funcionario represente.

a) Si una autoridad com-
petente designada por el Estado de
residencia hubiere dado su autori-
zación, en general o para cada caso
particular, y

b) Si cumple las condiciones
que la autoridad competente hubie-
re fijado en la autorización.

Todo Estado Contratante po-
drá declarar que la obtención de
pruebas previstas en el presente
articulo, podrá realizarse sin pre-
via autorización.

Artículo 17.
En materia civil o mercantil,

toda persona designada en debida
forma como Comisario podrá, en
el territorio de un Estado Contra-
tante, proceder, sin compulsión, a
la obtención de pruebas que se
refieran a un procedimiento incoa-

do ante un Tribunal de otro Estado
Contratante:

a) Si una autoridad compe-
tente designada por el Estado don-
de hayan de obtenerse las pruebas
hubiere dado su autorización, en
general, o para cada caso particu-
lar, y,

b) Si dicha persona cumple
las condiciones que la autoridad
:ompetente hubiere fijado en la
autorización.

Todo Estado Contratante po-
drá declarar que la obtención de
pruebas en la forma prevista en el
presente artículo podrá realizarse
sin su autorización previa.

Artículo 18.
Todo Estado Contratante

podrá declarar que un funcionario
diplomático o consular o un comi-
sario, autorizados para la
obtención de pruebas de
conformidad a los artículos 15, 16
y 17, estará facultado para solicitar
de la autoridad competente
designada por dicho Estado la
asistencia necesaria para obtener
las pruebas por compulsión. La
declaración podrá incluir las
condiciones que el Estado
declarante estime conveniente
imponer.

Cuando la autoridad com-
petente accediere a la solicitud,
'aplicará las medidas de compul-
sión adecuadas y previstas por su
ley interna.

Articulo 19.
La autoridad competente, al

dar la autorización prevista en los
artículos 15,16 y 17 o al acceder a
la solicitud prevista en el artículo
18, podrá fijar las condiciones que
estime convenientes, en especial la
hora, la fecha y el lugar de la
práctica de la prueba. Asimismo,
podrá pedir que se le notifiquen,
con antelación razonable la hora, la
fecha y el lugar mencionados; en
este caso, un representante de la
expresada autoridad podrá estar
presente en la obtención de pruebas

Artículo 20.
En la obtención de pruebas

prevista en el presente capítulo, las
personas a quienes concierna
podrán recabar la asistencia de su
Abogado.

Articulo 21.

Cuando un funcionario diplo-
mático o consular o un Comisario
estuvieren autorizados a proceder a
la obtención de pruebas conforme
a lo dispuesto en los artículos 15,
16 y 17:

a) Podrán proceder a la ob-
tención de pruebas de toda clase.

siempre que eso no .sea incompati-
ble con la Ley del Estado donde se
realice o contrario a la autoriza-
ción concedida, en virtud de dichos
artículos, y recibir, en las mismas
condiciones, una declaración bajo
juramento o una declaración
'solemne sin juramento;

b) Salvo que la persona a la
que concierna la obtención de
pruebas fuere nacional del Estado
donde se hubiere incoado procedi-
miento, toda citación para compa-
recer o aportar pruebas estará re-
dactada en la lengua del lugar
donde nava de obtenerse la prueba,
o irá acompañada de una
iraduccción a dicha lengua;

c) La citación indicará que
la persona podrá estar asistida por

,un Abogado, y, en todo Estado que
no hubiere formulado la declara-
ción prevista en el artículo 18, que

:dicha persona no estará obligada a
'comparecer ni a aportar pruebas;

d) La obtención de pruebas
podrá efectuarse según las moda-

lidades previstas por la Ley
aplicable al Tribunal ante el que se
hubiere incoado el procedimiento,
siempre que esas modalidades no

^stuvieren prohibidas por la Ley
del Estado donde haya de practi-
carse la prueba;

e) La j>ersona requerida
para la obtención de pruebas podrá
alegar las exenciones y prohibicio-
nes previstas en el artículo 11.

Artículo 22.
El hecho de que no haya po-

dido efectuarse la obtención de
pruebas conforme a lo dispuesto en
el presente capítulo, por haberse
negado una persona a participar en
dicho acto, no impedirá que poste-
riormente se expida Comisión Ro-
gatoria para esa obtención de
pruebas de conformidad con lo
dispuesto en el capítulo primero.

CAPITULO III
Disposiciones generales

Artículo 23.
Todo Estado Contratante po-

drá declarar en el momento de la
firma, la ratificación o la adhesión,
que no ejecutarán las Comisiones
Rogatorias que tengan por objeto
el procedimieto conocido en los

, países de Common Law coa el
nombre de pre-trial discovery of
documents.

Artículo 24.
Todo Estado Contratante po-

dfá designar, además de la Auiori-
dfd Central, otras autoridades cu-
yas competencias habrá de deter-
minar. No obstante, las Comisiones

Rogatorias podrán remitirse en
todo caso a la autoridad central.

Los Estados Federales estarán
facultados para designar varias
Autoridades Centrales.

Artículo 25.
Todo Estado Contratante en

donde estuvieren vigentes varios
sistemas de derecho, podrán desig-
nar a las autoridades de uno de di-
chos sistemas, las cuales tendrán
competencia exclusiva para la eje-
cución de Comisiones Rogatorias,
en aplicación del presente
Convenio.

Artículo 26.
Todo Estado Contratante, si

estuviere obligado a ello por ra-
zones de Derecho Constitucional,
podrá pedir al Estado requirente el
reembolso de los gastos de eje-
cución de la Comisión Rogatoria
relativos a la notificación o
¡citación de comparecencia, las
¡indemnizaciones que hayan de
pagarse a la persona que preste
declaración, y los gastos del acia de
7a práctica de la prueba.

Cuando un Estado hubiere
formulado una solicitud conforme

a lo dispuesto en el párrafo prece-
dente, cualquier otro Estado Con-
tratante podrá pedir a dicho Estado
el reembolso de gastos similares.

Artículo 27.
Las disposiciones del presente

Convenio no impedirán que un
Estado Contratante:

a) Declare que se podrán
remitir Comisiones Rogatorias a
sus autoridades judiciales por vías
distintas de las previstas en el
artículo 2;

b) Permita, de conformidad
con su legislación o costumbres
internas, ejecutar en condiciones
menos restrictivas los actos a que
dicho Convenio se aplique;

c) Permita, de conformi-
dad con su legislación o
costumbres internas, métodos de
obtención de pruebas distintos de
los previstos por el presente
Convenio.

Artículo 28.
El presente Convenio no

impedirá un acuerdo entre dos o
más Estados Contratantes para
derogar

a) El artículo 2, en lo
relativo a la vía de remisión de las
Comisiones Rogatorias;

b) En el artículo 4, en lo
relativo a las lenguas que podrán
utilizarse;

c) El artículo 8, en lo
relativo a la presencia de personal
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judicial en la ejecución de las
Comisiones Rogatorias;

d) El artículo 11, en lo rela-
tivo a las exenciones y prohi-
biciones de prestar declaración;

e) El artículo 13, en lo
relativo a la remisión de los
documentos en los que se haga
constar la ejecución;

f) El artículo 14, en le
relativo al pago de los gastos;

g) Las disposiciones del
Capítulo U.

Artículo 29.
El presente Convenio sus-

tituirá, en las relaciones entre
Estados que lo hubieren ratifi-
cado, a los artículos 8 a 16 de los
Convenios sobre Procedimiento
Civil, suscritos en La Haya el 17 de
julio de 1905 y el 1 de marzo de
1954, respectivamente, en tanto en
cuanto los dichos Estados fueren
Partes en uno u otro de estos
Convenios.

Artículo 30.
El presente Convenio no afec-

tará a la aplicación del artículo 23
del Convenio de 1905, ni a la del
artículo 24 del Convenio de 1954.

Artículo. 31.
Los acuerdos adicionales a los

Convenios de 1905 y 1954,
concluidos por los Estados Contra-
tantes, se reputarán igualmcnie
aplicables al presente Convenio, a
no ser que los Estados interesados
acordaren lo contrario.

Artículo 32.
Sin perjuicio de la aplicación

de los artículos 29 y 31, el presente
Convenio no derogará los Con-
venios en que los Estados
Contratantes fueren Partes, ac-
tualmente o en el futuro, y que
contengan disposiciones sobre ma-
terias reguladas por el presente
Convenio.

Artículo 33.

Todo Estado, en el momento
de la firma, de la ratificación o de
la adhesión, podrá excluir, en su
totalidad o en parte, la aplicación
de las disposiciones del párrafo 2
del artículo 4 y del Capítulo II. No
se admitirá ninguna otra reserva.

Todo Estado Contratante po-
drá retirar en cualquier momento,
la reserva que hubiere formulado.
El efecto de la reserva cesará a los
sesenta días de la notificación de la:
retirada. !

Cuando algún Estado hubiere
formulado una reserva, cualquier
otro Estado afectado por ésta
podrá aplicar la misma norma, con
respecto al primer Estado.

Artículo 34.
.Todo Estado podrá en

cualquier momento, retirar o
modificar una declaración.

Artículo 35.
Todo Estado Centrante dará a

conocer al Ministerio de
Relaciones Exteriores de los Países
Bajos, en el momento del depósito
de su instrumento de ratificación o
de adhesión, o con posterioridad,
la designación de autoridades a que
se hace referencia en los artículos
2. 8, 24 y 25.

Todo Estado Contratante no-
tificará cuando proceda y en las
mismas condiciones:

a) La designación de las
autoridades a las cuales los agentes
diplomáticos o consulares deberán
dirigirse en virtud del artículo 16,
así como de las autoridades que
puedan conceder la autorización o
asistencia previstas en los artículos
15, 16 y 18,

b) La designación de las
autoridades que puedan conceder al
Comisario la autorización prevista
en el artículo 17 o la asistencia
prevista en el artículo 18;

c) Las declaraciones previs-
tas en los artículos 4, 8, 11, 15, 16,
17,18, 23 y 27;

d) Toda retirada o modi-
ficación de las designaciones y de-
claraciones mencionadas supra;

e) Toda retirada de re-
servas.

Artículo 36.
Las dificultades que pudieran

surgir entre los Estados Contra-
tantes, con ocasión de la aplicación
del presente Convenio, se resol-
verán por vía diplomática.

Artículo 37.

El presente Convenio quedará
abierto a la firma de los Estados
representados en el 11a. Período de
Sesiones de la Conferencia de La1

Haya sobre Derecho Internacional1

Privado.
Será ratificado y los instru-

mentos de ratificación se deposita-
rán en el Ministerio de Relaciones
Exteriores de los Países Bajos.

Artículo 38.

bí presente Convenio entrará
en vigor a los sesenta días del de-:
pósito del tercer instrumento de,
ratificación a que se hace referen-
cia en el párrafo 2 del artículo 37

El Convenio entrará en vigor,1

para cada Estado signatario que lo
ratifique posteriormente, a los se-
senta días del depósito de su ins-
trumento de ratificación.

Artículo 39.
Todo Estado no representado

en el 11". Período de Sesiones de la
Conferencia de La Haya sobre De-
recho Internacional Privado, que
fuere Miembro de la Conferencia,
o de las Naciones Unidas o de un
organismo especializado de las
Naciones Unidas, o que fuere Parte
en el Estatuto de la Corte
Internacional de Justicia, podrá
adherirse al presente Convenio
después de su entrada en vigor,
conforme a lo dispuesto en el
párrafo primero del artículo 38.

El instrumento de adhesión se
depositará en el Ministerio de
Relaciones Exteriores de los Países
Bajos.

El Convenio entrará en vigor,
para el Estado adherido, a los se-
senta días del depósito de su ins-
trumento de adhesión.

La adhesión sólo surtirá
efecto en las relaciones entre el
Estado adherido 'y los Estados
Contratantes que hubieren
declarado aceptar dicha adhesión.
Esta declaración se depositará en el
Ministerio de Relaciones
Exteriores de los Países Bajos, el
cual enviará, por vía diplomática
una copia certificada a cada uno de
los Estados Contratantes.

El Convenio entrará en vigor,
entre el Estado adherido y el
Estado que se hubiere declarado
aceptar la adhesión, a los sesenta
días del depósito de la declaración
de aceptación.

Artículo 40.
Todo Estado, en el momento

de la firma, la ratificación o la
adhesión, podrá declarar que el
presente Convenio se extenderá al.
conjunto de los territorios que
dicho Estado represente en el plano
internacional, o a uno o varios de
esos territorios. Esta declaración
surtirá efecto en el momento de la
entrada en vigor del Convenio para
dicho Estado.

Con la posteridad, toda
extensión de esa clase se notificará
al Ministerio de Relaciones
Exteriores de los Países Bajos.

Para los territorios menciona-
dos en la extensión, el Convenio
entrará en vigor a los sesenta días
de la notificación mencionada en el
párrafo precedente.

Artículo 41.
El presente Convenio tendrá

una duración de cinco años a partir
de la fecha de su entrada en vigor,
conforme a lo dispuesto en el
párrafo primero del artículo 38,
incluso para los Estados que lo hu-
bieren ratificado, o se hubieren ad-
herido al mismo, posteriormente.

Salvo denuncia, el Convenio
se renovara tácitamente cada cinco
años.

La denuncia se notificará al
Ministerio de Relaciones Exterio-
riores de los Países Bajos, con un
mínimo de seis meses de antela-
ción, a la expiración del plazo de
cinco años.

La denuncia se podrá limitar a
ciertos territorios a los que se
aplique el Convenio.
La denuncia solamente surtirá
efecto con respecto al Estado que
la hubiere notificado. El Convenio
seguirá vigente para los demás
Estados Contratantes.

Artículo 42.
El Ministerio de Relaciones

Exteriores de los Países Bajos
notif icará a los Estados
mencionados en el artículo 37, así
como a los Estados que sé hubieren
adherido conforme a lo dispuesto
en el artículo 39:

a) Las firmas y ratifica-
ciones a que hace referencia el ar-
tículo 37;

b) La fecha en que el pre-
sente Convenio entre en vigor con-
forme a lo dispuesto en el artículo
38, párrafo primero;

c) Las adhesiones a que
hace referencia el artículo 39 y las
/echas en que surtan efecto;

d) Las extensiones a que
hace referencia el artículo 40 y las
fechas en que surtan efecto;

e) Las designaciones, re-
servas y declaraciones mencionadas
en los artículos 33 y 35;

O Las denuncias a que hace
referencia el párrafo, tercero del
artículo 41.

En fe de lo cual, los infrascri-
tos, debidamente autorizados, han
firmado el presente Convenio.

Hecho en La Haya, a 18 de
marzo de 1970, en francés e inglés,
siendo ambos textos igualmente
auténticos, en un ejemplar
único.que .jse depositará en los
archivos del Gobierno de los Países
Bajos, y del que se remitirá por vía
diplomática una copia certificada a
cada uno de los Estados
Representados en el 1 le. Período
de Sesiones de la Conferencia de

La Haya sobre Derecho
Internacional Privado.



N° 4.635 Extraordinario GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA 17

Dada, fumada y sellada en el Palacio Federal Legislativo, en Caracas, a
los veintiséis días del mes de noviembre de.mil novecientos noventa y dos.
Años 182» de la Independencia y 1339 de la Federación.

EL PRESIDENTE,

PEDRO ONITESINOS

EL VICEPRESIDENTE,

LUIS ENRIQUE OBERTO G.

LOS SECRETARIOS,

pMSM/Yv'g

LUIS AQUILES MORENO C.

DOUGLAS ESTANCA

ñ'i.ício Af Ki.raf lovea , .-MI Caracas, A los quinat
M*s ¡1e.l mes •<.!<•> Sttffítm&n. <3« mil
noventa y tres. Año 183" de I* Tn'3epí-ridí>nci.H y
13<.° 2e la Fe

Cúmplase,

RAMÓN J. VELASQUEZ

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(L.S.)

FERNANDO OCHQA ANTICH

Refrendado,
El Ministro de Justicia,

(L.S.)

FERMÍN MARMOL LEÓN

RAMON J. VELASWEZ
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA

FoR CUANTO en 1* Décima Primera Sesión de 1« Conf«rancia Ja L*
Haya sobra Derecho Internacional Privado, celebrada el 18 da
marzo de 1970, fue aprobado el Convenio de) La Haya relativo a la
Obtención de Pruebas en el Extranjero en Batería Civil- o
Mercantil;

POR CUANTO al Articulo 39 del referido Convenio peralto la
Adhesión de loa Estados lili indicados a dicho Instrumento
Internacional;

POR CUANTO fueron cumplidos loe requisitos constitucionales y
legales para la Adhesión de la República de Venezuela al citado
Convenio, mediante la aprobación de la correspondiente Ley por el
Congreso de la República, cuya promulgación he dispuesto, da
conformidad con el Articulo 176 de la Constitución Nacional;

POR TANTO, en ejercicio de la facultad que Be confiere el ordinal
5* del Articulo 190 de la referida Constitución, dispongo la
Adhesión de la República de Venezuela al Convenio de La Haya
Relativo a la Obteaoitn de> Pruebas en el Kxtraajero en «atería
Civil o Mercantil para que se cumplan sus clausulas y tengan
electos internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, con las
Reservas siguientes:

1.- Respecto del Párrafo 2 del Artículo 4:

"La República de Venezuela aceptará las Conlsiones
Rogatorias y los docunentos y otros recaudos anexos a las
mismas, sólo cuando se encuentren debidanente traducidas al
idioma castellano".

2.- Respecto del Capitulo II:

'La República de Venezuela no permitirá la intervención an
la obtención de pruebas de los comisarios, previstos an al
•Capitulo II de este Convenio"

J.- hespecto del Articulo 23:

La República de Venezuela declara, 'lúe sólo ejecutara laj
Comisiones Rogatorias que tengan por objeto el procedimiento
conocido en los países del "̂•'mpr' L&M con el nombre de
crslcial diacQ3££cy ai doeum«nt«. cuando se cumplan la¿
siguientes condiciones:

a) que se haya iniciado el proceso;

b) que los documentos cuya exhibición o crandcripcio,
se solicita se encuentren identificados razonablemente
en cuanto a su fecha, contenido u otra informacio
pertinente;

cí que se ««pacifiquen aquellos hechos o circunstancia
que permitan' razonablemente creer a la part
aolicitante que los documentos pedidos son de
conocimiento de la persona de quien se requieran o qu
se encuentren o se encontraban en posesión o bajo e
control o custodia de ella;

di que «e indique con toda claridad la relación ent:
la prueba o la información solicitada y el procer
pendiente .

E'.l FE de lo cual expido el presente Instrumento de Adhoait
i'irmado de mi mano, en el cual se ha estampado el sello oficial
ha sido debidamente refrendado por el Ministro da Relación
Exteriores.

Publiquese el presente Instrumento conjuntamente con la I
Aprobatoria.

Hecho en Caracas, a los (pircedlas del mes de
novecientos noventa y tres.

de o

f ct'rendado

Fernando Ocho» Antich
Ministro de Relaciones

Exteriores
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EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA

DECRETA

la siguiente,

LEY QUE AUTORIZA AL EJECUTIVO NACIONAL
PARA PROCEDER A LA SUPRESIÓN DEL INSTITUTO

NACIONAL DE OBRAS SANITARIAS

ARTICULO 1a Se suprime el Instituto Nacional de Obras Sanitarias,
creado por Decreto N8 71, del 15 de abril de 1943. Su
liquidación se regirá por las normas establecidas en esta
Ley.

ARTICULO 2B El proceso de liquidación del Instituto se realizará
dentro de un plazo de seis (6) meses, contados a partir
de la puesta en vigencia de esta Ley. Si vencido este
plazo quedaren pendientes asuntos administrativos o
judiciales, el Ejecutivo Nacional podrá prorrogar este
proceso hasta por un máximo de seis (6) meses más.

ARTICULO 32 Los derechos y obligaciones de naturaleza contractual
que en la actualidad tenga el Instituto se regirán por lo
previsto en los correspondientes contratos. Sin
embargo, los acreedores del Instituto deberán respetar
los plazos establecidos en los respectivos contratos para
el cumplimiento de las obligaciones estipuladas.

ARTICULO 4a Para la liquidación del Instituto, el Presidente de la
República designará, dentro de los primeros cinco (5)
días de vigencia de esta Ley, una Comisión encargada de
la liquidación del Instituto, integrada por cinco (5)
miembros, uno de ellos tendrá las atribuciones de
Presidente. El Presidente y los Directores del Instituto
cesarán en el ejercicio de sus funciones a partir del
momento de la constitución de la Comisión Liquidadora.

ARTICULO 5a La Comisión Liquidadora del Instituto Nacional de Obras !
Sanitarias, tendrá las atribuciones siguientes:

1) Asumir las funciones que el Decreto de Creación del
Instituto y su Reglamento asignen a la Junta
Directiva. Las funciones que conforme a dichos
instrumentos normativos corresponden al Presidente
del Instituto, serán ejercidas por el Presidente de la
Comisión Liquidadora en concordancia con los
Directores.

2) Administrar hasta su definitiva liquidación los bienes
y derechos que conforman el patrimonio del Instituto,
a cuyo efecto realizará los actos y contratos
necesarios para:

a) Establecer el activo y el pasivo del Instituto,
ordenando a tal fin las auditorías que fueren
necesarias;

b) Transferir a la República, por órgano del
Ministerio del Ambiente y de los Recursos
Naturales Renovables y con la participación de la
Procuraduría General de la República, la
propiedad y titularidad por los bienes afectados a
las actividades de captación, conducción,
almacenamiento y potabilización de agua cruda
que corresponden al Poder Nacional;

c) Los Municipios que asuman la prestación de los
servicios del Instituto Nacional de Obras
Sanitarias al momento de la entrada en vigencia de
esta Ley, deberán pasar, a ser poseedores de los
bienes afectados a dicha prestación;

d) Transferir las acciones, cuotas de participación u
otros derechos que posea el Instituto en
asociaciones, sociedades o comunidades de

cualquier naturaleza a la entidad que indique el
Ejecutivo Nacional;

e) Cumplir con las obligaciones exigibles que existan
contra el Instituto y el cobro de las acreencias
existentes a favor.

El monto de los saldos acreedores o deudores, la
forma de pago y los plazos podrán ser estipulados
en un convenio que se celebrará entre la República
y los acreedores o deudores del Instituto;

f) Liquidar los funcionarios y obreros al servicio del
Instituto; y

g) Cumplir los demás actos o contratos que sean
necesarios para la liquidación del Instituto.

ARTICULO 6» El Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales
Renovables asumirá el pago de las jubilaciones y
pensiones y demás derechos del personal empleado y
obrero del Instituto Nacional de Obras Sanitarias que
ostente esa condición para el momento de la supresión del
Instituto.

- El Fondo Especial de Jubilaciones previsto en el artículo
23 de la Ley del Estatuto sobre el Régimen de
Jubilaciones y Pensiones de los Funcionarios o
Empleados de la Administración Pública Nacional de los
Estados y de los Municipios, se hará cargo de cancelar las
jubilaciones de este personal empleado, a partir del'
momento en que esté en capacidad de realizarlo, con los
ingresos provenientes de las cotizaciones y aportes
previstos en los artículos 21 y 22 de dicha Ley.

ARTICULO 7a Los gastos necesarios para llevar a cabo la liquidación del
Instituto, se pagarán con cargo al fondo .de
reestructuración administrado por él Fondo de
Inversiones de Venezuela.

Terminada la liquidación, el dinero remanente, si lo
hubiere, será enterado al Tesoro Nacional.

En caso de que el Pasivo del Instituto fuere mayor que el
Activó, la República asumirá la diferencia.

ARTICULO 8a La Comisión Liquidadora no podrá realizar ninguna de
las actividades que constituyen el objeto del Instituto,
salvo las que sean imprescindibles para asegurar la
liquidación ordenada en esta Ley.

ARTICULO 9" En los actos de disposición de los activos del Instituto, el
precio de la operación deberá reflejar el valor del
mercado de los respectivos bienes o derechos, a cuyo
efecto se hará el avalúo que sea pertinente.

Sin embargo, en los casos de bienes o derechos de difícil
realización, la Comisión Liquidadora podrá enajenarlos
por su valor del mercado al momento de decidirse la
enajenación, aún cuando dicho valor sea menor al valor
del avalúo si ello fuere necesario para evitar un perjuicio
al patrimonio en liquidación por falta de venta de los
Activos. En todo caso, la decisión de vender los bienes o
derechos a que se refiere este artículo, deberá ser
debidamente motivada.

ARTICULO 10.- El Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales
Renovables supervisará el proceso de liquidación
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ordenado en esta Ley y, cuando lo estime necesario,
dictará normas y procedimientos que considere
procedentes.

ARTICULO 11.- Las empresas hidrológicas regionales siguiendo las
políticas que formule el Ministerio del Ambiente y de
los Recursos Naturales Renovables, tendrán a su cargo
las gestiones y las relaciones con los Municipios y
demás entidades locales para la realización de convenios
y acuerdos que sean necesarios para la prestación de los
servicios en concordancia con la C.A Hidrológica
Venezolana (HIDROVEN).

ARTICULO 12.- Las empresas hidrológicas regionales constituidas hasta
la presente fecha continuarán prestando los servicios de
acueducto y cloacas hasta tanto el Municipio o
Municipios respectivos, adopten las decisiones que
estimen más convenientes a sus intereses para la.
prestación de los servicios.

Cuando por decisión del Municipio, la empresa
hidrológica respectiva continúe prestando los servicios,
se celebrará el correspondiente contrato para establecer
los términos y condiciones de prestación.

ARTICULO 13.- La Corporación Venezolana de Guayana, a solicitud de
los respectivos Municipios, continuará realizando las
actividades de estudio, construcción, reforma,
ampliación, explotación, administración y
mantenimiento de los sistemas de (os acueductos, cloacas
y drenajes en la zona del desarrollo de Guayana. En
estos casos, se celebrará el correspondiente contrato
para establecer los términos y condiciones de
prestación.

Asimismo, la Corporación continuará construyendo,
operando y administrando las obras e instalaciones
necesarias para la realización de las actividades
nacionales en dicha zona relacionadas con los servicios
de acueductos y cloacas, hasta tanto el Ejecutivo
Nacional establezca un régimen diferente.

ARTICULO 14.- Cuando por razones de protección de la salud pública o
de carácter técnico, el Ejecutivo Nacional considerare
necesaria la unidad de prestación de los servicios de
acueducto y cloacas en núcleos urbanos de dos o más
Municipios servidos por un mismo sistema y no se
hubiere creado un Distrito Metropolitano o constituido
una mancomunidad, el Ministerio del Ambiente y de los
Recursos Naturales Renovables establecerá las normas
que regularán la organización y funcionamiento de los
servicios por parte de los Municipios afectados.

ARTICULO 15.- Se deroga el Decreto N° 71, de fecha 15 de abril de
1943, mediante el cual fue creado el Instituto Nacional
de Obras Sanitarias y abolido su Reglamento.

Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo, en Caracas, a
los trece días del mes de agosto de mil novecientos noventa y tres. Años

1183° de la Independencia y 134B de la Federación.

fcL PRESIDENTE,

EL VICEPRESIDENTE,

LOS SECRETARIOS,

LUIS ENRIQUE OBERTO G.

LUIS AQÜILES MORENO C.

Palacio de Miraflores, en Caracas, a los quince (tías
del mes de septiembre de mil novecientos noventa y tres
Año 183°de la Independencia y 13"*° de la Federación.

Cúmplase
(L.S.)

RAMÓN J. VELASQUEZ

Refrendado
EL Ministro del Ambiente y de
los •Recursos Naturales Renovables

ADALBERTO GABA1BON A.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA

DECRETA

la siguiente,

LEY DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA LA MUJER

TITULO I
DE LA IGUALDAD DE DERECHOS

DE HOMBRES Y MUJERES

Capítulo I
Disposiciones generales

ARTICULO 1* Esta Ley regula el ejercicio de los derechos y garantías
necesarios para lograr la igualdad de oportunidades
para la mujer, con fundamento en la Ley Aprobatoria
de la Convención sobre la Eliminación de todas las
formas de Discriminación contra la Mujer.

\RTICULO 2» El objeto de esta Ley es garantizar a la mujer el pleno
ejercicio de sus derechos, el desarrollo de su
personalidad, aptitudes y capacidades.

ARTICULO y Esta Ley se fundamenta en el reconocimiento de la
igualdad jurídica de la mujer para todos los actos y
negocios jurídicos, por lo que las leyes que aún
mantengan normas que excluyan o atenúen su
capacidad jurídica, son consideradas como
discriminatorias a los efectos de ésta.

ARTICULO 4" El Estado garantizará la igualdad de oportunidades de
hombres y mujeres ante esta Ley, a través de políticas,
planes y programas, sobre la base de un sistema
integral de seguridad social donde se asuman los
aspectos de salud, educación, alimentación, recreación,
trabajo y estabilidad laboral.

Capítulo ¡I
Del principio de igualdad y

la no discriminación contra la mujer

¡ARTICULO 5" El derecho a la igualdad de oportunidades y la no
discriminación contra la mujer, implica la eliminación
de obstáculos y prohibiciones originados con motivo de
su condición femenina, conforme al artículo 1" de esta
Ley.

ARTICULO 6* A los efectos de esta Ley, se entenderá come
"Discriminación contra la Mujer":

a) La existencia de leyes, reglamentos, resoluciones
cualquier otro acto jurídico, cuyo espíritu
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contenido o efectos, contengan preeminencia de
ventajas o privilegios del hombre sobre la mujer.

b) La existencia de circunstancias o situaciones
fácticas, que desmejoren la condición de la mujer
y, aunque amparadas por el derecho, sean producto
del medio, la tradición o la idiosincracia individual
o colectiva.

c) El vacio o deficiencia legal y reglamentario, en un
determinado sector donde intervenga la mujer, que
obstruya o niege sus derechos.

ARTICULO 7a En los casos previstos en el artículo anterior, el Estado
dictará las medidas generales o particulares pertinentes.

TITUL'O n
DE LOS DERECHOS DE LA MUJER

Capítulo 1
De la formación igualitaria de los ciudadanos

ARTICULO 8a El Estado proveerá los instrumentos para garantizar la
formación igualitaria de los ciudadanos, bajo los
conceptos de responsabilidad solidaria de derechos y
obligaciones del hombre y la mujer.

ARTICULO 9* El Ministerio de Educación, en ejecución de este
principio, procederá a:

a) Incorporar nuevos métodos de enseñanza desde el
nivel preescolar, orientados a modificar los
patrones socioculturales de conducta de hombres y
mujeres, eliminando así los prejuicios y prácticas
consuetudinarias y de cualquier otra índole que
estén basadas en la idea de inferioridad o
superioridad de cualquiera de los sexos, o en
funciones estereotipadas de hombres y mujeres.

b) Orientar y capacitar al personal docente en las
prácticas educativas para la igualdad.

c) Promover la diversifícación de opciones escolares,
y profesionales de los sexos y asegurar la igualdad
de oportunidades en el acceso a todas las formas de
enseñanza.

d) Estimular la educación mixta para eliminar los
estereotipos tradicionales de dependencia de la
mujer y fomentar la responsabilidad compartida de
derechos y obligaciones del hombre y la mujer, así
como el principio de colaboración y solidaridad de
los sexos.

c) Garantizar que los planes de estudio, los enfoques
pedagógicos, los métodos didácticos, así como los.
textos, publicaciones y materiales de apoyo
docente, contengan los principios y valores que
expongan la igualdad entre hombres y mujeres, en
relación con sus capacidades, el ejercicio de
derechos y obligaciones, su contribución social e
histórica y su dignidad humana. En consecuencia,
velará porque todo contenido contrario a los
principios enunciados, sea excluido de la actividad
docente, pública y privada.

f) Aplicar todas las medidas o correctivos necesarios
para lograr la igualdad de oportunidades, tanto en
la actividad pública como en la privada.

g) Aplicar las medidas o correctivos necesarios para
lograr la igualdad de oportunidades en los medios

de comunicación social, como instrumentos
esenciales para el desarrollo del proceso educativo,
promoviendo un sistema educativo-cultural que
oriente a la mujer y a la familia y refuerce sus
valores.

ARTICULO 10.- El Estado dictará las medidas necesarias para que todas
las edificaciones e instalaciones de uso público
dispongan de los servicios, equipamiento y facilidad
que sean requeridos para su utilización por personas de
uno u otro sexo.

Capüulo II
De los derecho* laborales de la mujer

ARTICULO 11.- Las bases normativas de las relaciones de la mujer en el
trabajo están constituidas por el derecho al trabajo
urbano y rural, la igualdad de acceso a todos los
empleos, cargos, ascensos, oportunidades y a idéntica
remuneración por igual trabajo. El Estado velará por
la igualdad de oportunidades en el empleo.

ARTICULO 12.- Las instituciones del Estado y cualquier otro ente
dedicado a la investigación y a la producción, están
obligados a auspiciar la participación de la mujer en
posiciones de nivel profesional, empresarial y docente
en el campo de la ciencia y la tecnología, garantizando
la igualdad de oportunidades en el empleo, ingresos y
ascensos.

ARTICULO 13.-, El sistema de seguridad social y los programas de
previsión social públicos y privados, darán una
cobertura integral en los riesgos de enfermedad y
maternidad a la mujer trabajadora.

ARTICULO 14.- Para dar seguridad económica y social a la familia d«
la mujer trabajadora, el Ejecutivo Nacional establecerá
progresivamente una política de prestaciones familiares
para solventar las cargas familiares de ésta.
Igualmente, a través del Ministerio del Trabajo,
promoverá proyectos destinados a mejorar las
condiciones de la mujer en el trabajo y a garantizar la
igualdad de oportunidades para el ingreso de la mujer
en el mercado de' trabajo.

ARTICULO 15.- Se prohibe despedir o presionar a la mujer trabajadora
o menoscabar sus derechos con ocasión de su estado de
gravidez o por motivo de embarazo. Las trabajadoras
que vean afectados sus derechos por estos motivos
podrán recurrir al amparo constitucional para que le
sean restituidos los derechos violentados.

ARTICULO 16.- Las ofertas de empleo originadas en instituciones
públicas o privadas no harán discriminaciones en
perjuicio de una persona por sexo o edad y los
empleadores no rehusaran aceptarla por estos motivos.

ARTICULO 17.- Se prohibe la publicación de anuncios ofreciendo
empleos y programas de capacitación vocacional-
profesional en términos discriminatorios entre
hombres y mujeres, de acuerdo a lo previsto en esta
Ley.

Capüulo III
De los derechos políticos y sindicales de la mujer

ARTICULO 18.- La participación de la mujer en asociaciones civiles
partidos políticos y sindicatos, se hará en igualdad de
condiciones con los demás integrantes de. dichas
instituciones.
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ARTICULO 19.- Los partidos políticos incluirán en sus Estatutos,
mecanismos eficaces que promuevan la efectiva
participación de la mujer en los procesos eleccionarios
internos y en los órganos de dirección, con plena
garantía de igualdad de oportunidades en el ejercicio de
este derecho para militantes de uno u otro sexo.

ARTICULO 20.- Los sindicatos urbanos y rurales, los gremios de
profesionales y técnicos, y demás organizaciones
representativas de la sociedad civil, promoverán la
participación e integración de la mujer en todos los
niveles de b estructura organizativa en igualdad de
condiciones, para lo cual deberán reformar sus
estatutos internos y de funcionamiento.

ARTICULO 21.- En los directorios, juntas directivas o administradoras,
o consejos de administración de los institutos
autónomos y organismos de desarrollo económico o
social del sector público y de las empresas en que el
Estado u otra persona de Derecho Público sea titular de
más del cincuenta por ciento (50%) del capital, se
incluirá por lo menos a una mujer.

ARTICULO 22.- El Ejecutivo Nacional dictará por vía de
reglamentación normas que tiendan a concretar la
participación de la mujer, establecida en el artículo
anterior, en armonía con las leyes laborales, para las
empresas del sector privado.

ARTICULO 23.- Los partidos políticos, los sindicatos, las organizaciones
profesionales y las asociaciones nacionales de mujeres
servirán de medios de cooperación, asesoría y
asistencia a la mujer y a las autoridades en la efectiva
aplicación de esta Ley.

ARTICULO 24.- El embarazo es una condición natural de la mujer y
como tal no puede ser motivo de discriminación. Por
lo tanto, las empresas se abstendrán de exigir o de
practicar a las solicitantes de empleo o a las
trabajadoras ya incorporadas en una empresa,
exámenes médicos para descartar o comprobar un
posible embarazo, con fines de aprobar o rechazar su
ingreso o permanencia en dicha empresa. Tal acción
será considerada como lesiva a los derechos laborales
de la mujer, y en tal sentido, dará lugar a la solicitud
del Recurso de Amparo correspondiente.

Capítulo IV
De lot derechos económico* de la mujer

ARTICULO 25.- El Estado salvaguardará y promoverá la participación
de la mujer en el sector productivo, a nivel de la
economía informal y estructurada en las zonas urbanas
y rurales, con acciones de emergencia y políticas a
mediano y largo plazo a objeto de diversificar y
democratizar la economía.

ARTICULO 24.- El Estado velará por la efectiva incorporación de la
mujer a la producción, microempresas, cooperativas y
pequeñas, medianas y grandes industrias.

ARTICULO 27.- El Estado garantizará el acceso a los programas
crediticios y la asistencia oportuna y permanente en el
abastecimiento de materias primas, capacitación,
adiestramiento y asesoramienlo técnico, en las áreas de
gerencia, comercialización y distribución.

ARTICULO 28.- La adquisición de un inmueble para vivienda principal
por parle de la mujer, será causa preferente de
adjudicación en los planes que se proyecten en
aplicación de la Ley de Política Habitacional y de
cualquier otro programa de vivienda social.

ARTICULO 29.- La mujer que sostenga el hogar se le dará preferencia
en la obtención de préstamos bancarios, hipotecas y
otras formas de crédito financiero, destinados a
vivienda y a los gastos del hogar.

ARTICULO 30.- El Estado garantizará la promoción para un sistema de
cooperativas de consumo de productos indispensables
.para la subsistencia del hogar, que estará bajo la
administración y dirección de las muieres residentes
del sector.

Sección Primera
De la mujer eu el medio rural

ARTICULO 31.- El Estado promoverá la participación e integración de
la mujer en el medio rural, en organizaciones
comunitarias y productivas, en sindicatos y
cooperativas agrícolas y pesqueras, incentivando la
efectiva participación de la mujer en las directivas de
estas organizaciones.

ARTICULO 32.- La mujer campesina tendrá conforme a esta Ley,
acceso a la tierra, al crédito, a la asistencia técnica, a la
capacitación y demás beneficios previstos en la Ley de
Reforma Agraria y otras leyes agrícolas, a fin de que
pueda incorporarse efectivamente al desarrollo en
igualdad de condiciones con el hombre del campo.

ARTICULO 33.- El Estado velará porque la mujer trabajadora rural
reciba la remuneración justa, indemnizaciones,
beneficios laborales y de seguridad social, conforme a
lo previsto en la legislación laboral vigente.

\RTICULO 34.- til Ejecutivo Nacional garantizará, :< través de los
organismos competentes, el crédito para l:i producción,
dirigido a la mujer y a los hombres por igual, sin
discriminación alguna, así como a las mujeres
campesinas que desarrollen un proyecto determinado
independientemente de que exista o no una forma
asociativa reconocida o prevista por la ley respectiva.

ARTICULO 35.- El Ejecutivo Nacional impulsará estudios e
investigaciones sobre la situación de la mujer rural,
pescadora e indígena, a fin de promover los cambios
que sean necesarios y crear mecanismos de control que
garanticen la igualdad de oportunidades.

ARTICULO 36.- El Ejecutivo Nacional, a través de los organismos
competentes, promoverá la creación de registros
estadísticos sobre la condición y situación de la mujer
del medio rural.

Sección Segunda
De ¡as arte tanas y lat micnempretat

ARTICULO 37.- El Estado auspiciará las redes de producción,
distribución y comercialización que formen las
artesanas y las pequeñas y medianas industriales.

ARTICULO 38.- Las microempresarias podrán organizarse en uniones
de prestatarios a los fines de la obtención del crédito
que otorgue al respecto el Ejecutivo Nacional.

Capítulo V
De lot derechot tociales

Sección Primera
De los servicios sociodomé¡ticos

ARTICULO 39.- A los fines que la mujer logre el libre
desenvolvimiento de su personalidad y acceda al
desarrollo del país, obviando la doble y triple jomada
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ARTICULO 40.-

de trabajo, el Estado y el sector empresarial están
obligados a promover los servicios que permitan el
cumplimiento de estos objetivos, a través de las
acciones siguientes:

1. Constituir un sistema de servicios sociodomésticos
en las comunidades urbanas y rurales, orientado al
cuidado, educación, alimentación y recreación de los
hijos de las trabajadoras, y una estructura de apoyo
que facilite las tareas domésticas de la mujer,
integrada por una red de lavanderías y de planchado
comunal, comedores populares, cooperativas de
consumo, entre otros servicios.

2. Establecer un conjunto de servicios sociales en los
centros laborales urbanos y rurales, que incluyan:

a) Centros de atención integral para los hijos de los
trabajadores que comprendan también la
lactancia materna y guarderías infantiles;

b) Alimentación especial gratuita a las trabajadoras
embarazadas durante la jomada laboral;

c) Comedores populares;

d) Transporte para las trabajadoras y sus hijos;

e) Centros de adiestramiento para la superación
profesional de la mujer; y

O Centros vacacionales para la mujer trabajadora
y su grupo familiar.

Sección Segunda
De la mujer de la tercera edad

A los efectos de esta Ley, se entiende por mujer de la
tercera edad, aquella que sea mayor de cincuenta y
cinco (55) años de edad.

ARTICULO 41.- El Estado está obligado a velar por el bienestar, la
seguridad social y potencial vocacional de la mujer de
la tercera edad, promoviendo sus posibilidades en
actividades productivas, creativas, asociativas y
educativas.

ARTICULO 42.- El Estado establecerá un programa integral de
asistencia a la mujer de la tercera edad que incluya.
pensiones, prestaciones por enfermedad, subsidios para

. la vivienda o residencias especiales acordes a la
dignidad humana.

ARTICULO 43.- El Ejecutivo Nacional está obligado a coordinar con los
gobiernos regionales y municipales los programas de
asistencia integral a la mujer de la tercera edad.

TITULO Ul
DEL INSTITUTO NACIONAL DE LA MUJER

Capítulo I
De su constitución y patrimonio

ARTICULO 44.- Se crea el Instituto Nacional de la Mujer con carácter'
de Instituto Autónomo, dotado de personalidad,
jurídica, con patrimonio propio e independiente del
Fisco Nacional.

ARTICULO 45.- El Instituto Nacional de la Mujer estará adscrita, a los
fines presupuestarios y administrativos, al Ministerio
de la Secretaría de la Presidencia de la República.
Tendrá su sede en la ciudad de Caracas, pudiendo
efectuar acciones en cualquier lugar del Territorio
Nacional, en coordinación o en apoyo con los
gobiernos estadales y municipales.

ARTICULO 46.- El patrimonio del Instituto Nacional de la Mujer estará
constituido por:

a) Las aportaciones anuales que le sean asignadas en la
Ley de Presupuesto;

b) Otros ingresos y bienes que le puedan ser asignados
o adscritos;

c) Los bienes provenientes de las donaciones, legados
y aportes de toda índole;

d) Sus ingresos propios, obtenidos por el desarrollo
de sus actividades y por los servicios que preste; y

e) Los demás bienes que adquiera por cualquier título.
Capítulo ¡I

De los fines del Instituto Nacional de la Mujer

ARTICULO 47.r El Instituto Nacional de la Mujer es el órgano
permanente de definición, ejecución, dirección,
coordinación, supervisión y evaluación de las políticas
y asuntos relacionados con la condición y situación de
la mujer.

ARTICULO 48.- El Instituto Nacional de la Mujer tiene como finalidad:

1. Planificar, coordinar y ejecutar las políticas
dirigidas a la mujer, conforme a lo establecido en
esta Ley;

2. Intervenir en la formulación de políticas públicas
que afecten a la mujer en los campos de interés
para éstas, tales como los de salud, educación,
educación, formación, capaciíación, empleo,
ingreso y seguridad social;

3. Garantizar la prestación de los servicios necesarios
en materia jurídica, socioeconómica, socioculiural,
sociopolítica y sociodoméstica, en los términos
contemplados en esta Ley;

4. Conocer sobre situaciones de discriminación de la
mujer y formular recomendaciones administrativas
o normativas a los órganos competentes del poder
público y del sector privado;

5. Elaborar proyectos de ley y reglamentos que sean
necesarios para la promoción de la dignidad y
derecho de la mujer y para la igualdad efectiva de
oportunidades por parte de ésta;

6. Crear y mantener actualizado, de acuerdo a las
normas establecidas por el Instituto Autónomo
Biblioteca Nacional y de Servicios de'Bibliotecas,
un centro de datos, nacional e internacional, para
recuperar, registrar, organizar, conservar y
suministrar a organismos del sector público y a los
particulares, experiencias, información y
documentación relevantes para la mujer;

7. Promover y mantener relaciones institucionales con
entidades públicas y privadas, nacionales e
internacionales;
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8. Asesorar a organismos nacionales, estadales y
municipales en materias objeto de esta Ley;

9. Formular programas masivos de difusión respecto
a las disposiciones legales relativas a la mujer,

»
10. Promover la creación de registros estadísticos

sobre la condición y situación de la mujer,
11. Crear I» red de Centros de Atención Integral par»

la Mujer. El Reglamento determinará la forma y
extensión de estos Centros. El Instituto Nacional
de la Mujer, coordinará con los gobiernos
regionales y municipales, la ampliación y extensión
de estos servicios;

12. Garantizar los recursos financieros y coordinar las
asignaciones a los diferentes niveles de ejecución de
los programas; y

13. Las atribuidas por otras leyes.
Capítulo ///

De la organización dtl Instituto Nacional dt la Mujtr
ARTICULO 49.- La Dirección del Instituto Nacional de U Mujer estará

a cargo de un Consejo Directivo Nacional y de un
Comité Ejecutivo. . . • •
El Consejo Directivo Nacional estará integrado por
miembros incorporados, asi:
- Uno por cada confederación sindical nacional de.

trabajadores.
- Uno por la Coordinadora dt Organizaciones no

gubernamentales de mujeres.
- Uno por el Consejo Nacional de Universidades. ^
- Cuatro (4) del Congreso de la República,

nombrados así: Tres (3) por la Cámara de
Diputados y uno por el Senado de la República.

- Dos (2) por el Poder Ejecutivo designados en
Consejo de Ministros.

- Uno por la Fiscalía General de la República.

- Uno por el sector empresarial.
ARTICULO SO.- El Consejo Directivo Nacional constituye, la suprema

autoridad de dirección del Instituto Nacional de la
Mujer y. en consecuencia, es el encargado de definir
planes y políticas generales del Instituto Nacional de la
Mujer.

ARTICULO 51.- Los integrantes del Consejo Directivo Nacional deben
ser ciudadanos venezolanos, vinculados a los sectores
de interés para el organismo y con reconocida
trayectoria en el tratamiento de la problemática de la
mujer.

ARTICULO 52.- Los miembros del Consejo Directivo Nacional durarán
tres (3) afios en el ejercicio de sus funciones, pero
podrán ser removidos por mayoría calificada de los
dos tercios del Consejo. Los miembros podrán ser
reelegidos sólo para un nuevo período de tres (3) afios.

ARTICULO 53.- El Consejo Directivo Nacional dictará el Reglamento
Interno, el cual determinará la organización y
funcionamiento del Instituto Nacional de la Mujer.

ARTICULO 54.- El Comité Ejecutivo estará compuesto por un
Presidente, un Vicepresidente y un Secretario General,
además de dos (2) vocales, quienes serán designados
por el Consejo Directivo Nacional de entre sus propios
miembros.

El Presidente, el Vicepresidente y el Secretario
General del Comité Ejecutivo, actuarán como tales ante
el Consejo Directivo Nacional del que forman parte.

ARTICULO 55.- El Comité Ejecutivo es el organismo encargado
directamente de la administración, la cual quedará bajo
la vigilancia del Presidente y del Secretario General.

TITULO IV
DE LA DEFENSOR IA NACIONAL DE LOS

DERECHOS DE LA MUJER
ARTICULO 56.- El Consejo Directivo Nacional designará al Defensor

Nacional de los Derechos de la Mujer, quien ejercerá la
dirección y administración de la Defensorfa Nacional
de los Derechos de la Mujer.

ARTICULO 57.- El Defensor Nacional de los Derechos de la Mujer,
nombrará los Defensores Delegados, quienes actuarán
en representación de la mujer en los términos

expuestos en esta Ley. a título gratuito, ante los
Juzgados, Dependencias, Instituciones y demás órganos
del Poder Público, o ante los particulares en los casos
necesarios, en las materias relacionadas con la
legislación sobre 1a mujer.

ARTICULO 58.- La Defensorfa Nacional de los Derechos de la Mujer
tendrá las siguientes fondones:

a) Velar por el cumplimiento de las leyes,
declaraciones, convenciones, reglamentos y
disposiciones que guarden relación con los
derechos de la mujer.

b) Estudiar y plantear reformas a la normativa
destinada a asegurar la defensa de los derechos de
la mujer.

c) Garantizar a través de las instancias
correspondientes los derechos jurídicos sociales,
políticos y culturales de los sectores femeninos más
vulnerables de la sociedad.

d) Recibir y canalizar las denuncias fonmiludas por
cualquier ciudadano u organización, que se refieran
a la transgresión de las normas relacionadas con
programaciones que inciten a la violencia y
promuevan la desvalorización de la mujer y de la
familia.

e) Recibir denuncias a los fines de examinar si los
hechos denunciados confrontan la violación de
derechos de la mujer. En caso que así fuere,
procederá a:

1. Brindar asistencia a la denunciante.

2. Investigar la situación sometida a su
consideración.

3. Aplicar las acciones correctivas o conciliatorias
para que cese la amenaza o daño efectivo
causado por la discriminación.

4. Ejercer la representación de la mujer ante las
instancias judiciales y extrajudiciales, si la
víctima manifiesta su conformidad en reclamar
tas indemnizaciones, reparaciones o
retribuciones cuando la conciliación no ha dado
resultado.

5. Orientar a la denunciante en el supuesto que la
defensoría no pueda asumir su caso, para que
ejerza sus derechos ante las instancias,
organismos o entes para resolver la situación
planteada.

O Brindar especial atención a la mujer trabajadora,
incluyendo a las que laboran en el sector informal
y a las que presten servicios personales domésticos,
para garantizarles el pleno ejercicio de sus
derechos.

g) Extremar la vigilancia en los casos de la mujer que .
presta servicio doméstico, a los fines de evitar el •
tráfico de indocumentados de menores, así como
prevenir y eliminar la explotación y las diversas
expresiones de esclavitud a las que son sometidas
las mujeres bajo circunstancias pseudolaborales.

h) Ofrecer itenci<fh especial a la mujer indígena.

i) Llevar registro de las denuncias recibidas y casos
llevados por la Defensoría.

ARTICULO 59.- La organización interna y las demás funciones y
requisitos de la Defensorfa Nacional de los Derechos de
la Mujer, se determinarán en el Reglamento de esta
Ley. '

ARTICULO 60.- Los poderes públicos y demás instituciones del Estado
«tan obligados a ofrecer la mayor colaboración a la

Defensorfa Nacional de los Derechos de 1a Mujer, para
el desempeño de todos sus cometidos.
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LEY DEL 22 DE JULIO OE 1941
Art. 11 -LA GACETA OFICIAL, creada por Decreto Ejecu-

tivo del 11 de octubre de 1872. continuará editándose en la
Imprenta Nacional con la denominación GACETA OFICIAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS DE VENEZUELA.

Art. 12.-La GACETA OFICIAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
DE VENEZUELA, se publicara todos los días hábiles, sin per-
juicio de que se editen números extraordinarios siempre que
fuere necesario; y deberán insertarse en ella sin retardo tos
actos oficiales que hayan de publicarse.

Parágrafo Única—Las ediciones extraordinarias de la CA-
CETA OFICIAL tendrán una numeración especial.

Art. 13.-En la GACETA OFICIAL DE LOS ESTADOS UNI-
DOS DE VENEZUELA, se publicarán los actos de los Pode-
res Públicos que deberán insertarse y aquéllos cuya inclu-
sión sea considerada conveniente por el Ejecutivo Nacional.

Art. 14.—Las Leyes, Decretos y demás actos oficiales ten-
drán carácter de públicos por el hecho de aparecer en la GA-
CETA OFICIAL DE LOS ESTADOS UNIDOS DE VENEZUE-
LA, cuyos ejemplares tendrán fuerza de documentos públicos.

TITULO V
DE LOS DERECHOS CONTRA LA VIOLENCIA Y ABUSOS

ARTICULO 61.- Esta Ley garantizará los derechos de la mujer frente a
agresiones que lesionen su dignidad y su integridad
física, sexual, emocional o psicológica, sin perjuicio de
lo dispuesto en el ordenamiento jurídico referido a la
materia.

ARTICULO 62.- Los funcionarios públicos, cuando conozcan de actos,
hechos, delitos y fallas que lesionen la dignidad de la
mujer, tomarán las debidas precauciones, para que las
diligencias que realicen, las investigaciones que se
instruyan, preserven la integridad física y moral de la
mujer.
En lo<lo csiado y circuM.Manci.i .se l.i protegerá de los
perjuicios que puedan derivarse de la divulgación o
difusión pública de los hechos relacionados con el ¡icio.

ARTICULO 63.- En el cumplimiento de este objetivo, la Defensor/a
Nacional de los Derechos de la Mujer, asistirá a la
mujer en sus denuncias ante las instancias y tribunales
competenics, en lodos los asuntos referidos a la
violencia doméstica y al hostigamiento sexual. En estas
actuaciones se hará obligatoria la presencia de un Fiscal
del Ministerio Público.

ARTICULO 64.- La Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer
ejercerá la representación de cualquier ciudadano ante'
las instancias judiciales y extrajudiciales, en los casos
de violación en lo preceptuado en el artículo 66, literal
d) de esta Ley; de la Ley de Educación, de la Ley
deTelecomunicaciones y demás normas previstas en el
ordenamiento jurídico.

TITULO VI
DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES

ARTICULO 65.- La mujer, mediante sus organizaciones representativas
de índole político, social, cultural y económico, luchará
por la igualdad de sus derechos y oportunidades, con el
objeto de que su esfuerzo por el progreso se vincule a
los movimientos rcivindicativos internacionales
gubernamentales y no gubernamentales, en los cuales la
mujer trabaja por la eliminación de todas ias formas de
discr iminac ión . El Estado acredi tará una
representación de la mujer venezolana ante Iodos los
organismos especializados del sistema internacional.

A K 1 K ' l . í . O <<(>.- La mujer procur .ua a t ravc. i de ¡as relaciones
internacionales, enriquecer sus demandas ame nuevas
exigencias planic:id;is por la d inámica socia l , y
contr ibuirá , en lodos los órdenes de! .]ueh;icci
cotidiano, a concretar ios logros de! Decenio de ¡,.;s
Naciones Unidas par.i la Mujer, basados en los
principios de igualdad, desarrollo y paz.

ARTICUI -O 67.- El Estado venezolano, a través de los organismos
competentes, proveerá los recursos necesarios para
garantizar U participación de !a mujer er, todos los
eventos nacionales e internacionales que tengan como
objetivo e! estudio ) aniüsis de su problemática.

ARTICULO 68.- Los poderes públicos y el sector privado incluirán una
representación femenina en todos los eventos a nivel
nacional e internacional.

TITULO Vil
DISPOSICIÓN FINAL

ARTICULO 69.- Las normas contenidas en esta Ley. se ap l icarán con
preferencia a las disposiciones del ordenamiento legal
que se opongan a ella.

Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo, en Caracas, a los
trece días del mes de agosto de mil novecientos noventa y tres. Años 1 }>?'•'

de la Independencia y 1Í4V de la l-'cdcración.

Kl. PRESIDENTE.

".L VICEPRESIDENTE,

LUIS ENRIQUE OBERTO G.

LOS SECRETARIOS,

LUIS AQUILES MORENO C.
DOUGLAS ESTANCA

P.lloci" de Mi r-jf lo:-fc:> , '::¡ '.\nvio.i;-. . ,< ;
día.', del rrc-5 dt.-s«jb'fi«>/.£.r< <!•.- i-.: '
noventa y tres. AiV. 131" <.!<• ja i:i'.l.--.:..v:dur.-:. .> y
13Í.' do la Federar i í.r.. /

Cúmplase,
(L.S.)

Refrendado,
El Ministro de Hacier.dó.

(L.S.)

RAMÓN J • VEI.ASOUK?.

Refrendado,
La Ministra de Educación.

CL.S.)

CARLOS RAFAEL SILVA

_ , j _, ELIZABETÍ- Y. DE CALDERA
Refrendado,
El Ministro de ftgriox:lturó y Oria.

(L.S.)

Refrendado,
El Ministro del Trahñ

(L.S.)

HIRAM GAVIRIA

LUIS HORACIO VIVAS P.

Rofrendado,
El Ministro de la
Secretaría de la Pret idcrici 0.

'L S. 1
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